
ANUNCIO EN EL PORTAL WEB DEL AYUNTAMIENTO DE CABRA DE
CONSULTA PÚBLICA 
 
Departamento: PMBS
Expte. Gex: 2024/1060
Asunto: Trámite de consulta pública  que tiene por objeto:
 

 

REGLAMENTO QUE REGULA EL PROCEDIMIENTO DEL 

CABRA (CÓRDOBA) PARA LA DE

 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 133.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con el 

objetivo de mejorar la participación de los ciudadanos en el procedimiento de 

elaboración de normas, con carácter previo a la elaboración del proyecto 

MUNICIPAL REGULADORA DE

MENORES EN LA CIUDAD DE CABRA

presente anuncio), se recaba la opinión

representativas potencialmente afectados por la modificación de la norma a cerca:

 
a) Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa.
b) La necesidad y oportunidad de su aprobación.
c) Los objetivos de la norma.
d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias.

  
 
Los ciudadanos, organizaciones y asociaciones que así lo consideren pueden
sus opiniones sobre la propuesta 
presentación en cualquiera de los lugares indicados en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
 
 

 

 

 

 

 
 

 

 

ANUNCIO EN EL PORTAL WEB DEL AYUNTAMIENTO DE CABRA DE
 

: PMBS 
2024/1060 

Asunto: Trámite de consulta pública  que tiene por objeto:

QUE REGULA EL PROCEDIMIENTO DEL AYUNTAMIENTO DE 

CABRA (CÓRDOBA) PARA LA DECLARACIÓN DE LA SITUACIÓN DE RIESGO 

DE PERSONAS MENORES.  

De conformidad con lo previsto en el artículo 133.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con el 

objetivo de mejorar la participación de los ciudadanos en el procedimiento de 

n de normas, con carácter previo a la elaboración del proyecto 

MUNICIPAL REGULADORA DEL PROCEDIMIENTO DE LA DECLARACIÓN DEL RIESGO EN 

MENORES EN LA CIUDAD DE CABRA (CÓRDOBA) (que se adjunta como anexo

, se recaba la opinión de los sujetos y de las organizaciones más 

representativas potencialmente afectados por la modificación de la norma a cerca:

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa. 
b) La necesidad y oportunidad de su aprobación. 

de la norma. 
d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias.

Los ciudadanos, organizaciones y asociaciones que así lo consideren pueden
sus opiniones sobre la propuesta hasta el día 11  de junio de 2024 

resentación en cualquiera de los lugares indicados en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

ANUNCIO EN EL PORTAL WEB DEL AYUNTAMIENTO DE CABRA DE 

Asunto: Trámite de consulta pública  que tiene por objeto: 

AYUNTAMIENTO DE 

CLARACIÓN DE LA SITUACIÓN DE RIESGO 

De conformidad con lo previsto en el artículo 133.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con el 

objetivo de mejorar la participación de los ciudadanos en el procedimiento de 

n de normas, con carácter previo a la elaboración del proyecto de ORDENANZA 

L PROCEDIMIENTO DE LA DECLARACIÓN DEL RIESGO EN 

se adjunta como anexo al 

de las organizaciones más 

representativas potencialmente afectados por la modificación de la norma a cerca: 

 

d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 

Los ciudadanos, organizaciones y asociaciones que así lo consideren pueden hacer llegar 
11  de junio de 2024 mediante su 

resentación en cualquiera de los lugares indicados en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 



 

REGLAMENTO QUE REGULA EL PROCEDIMIENTO DEL 

CABRA (CÓRDOBA) PARA LA DE

 

                            

 

La Constitución Española

poderes públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia y 

en especial de los menores de edad, todo ello de conformidad con los Acuerdos y 

Convenios Internacionales que velan po

los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas y la 

Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2010/C83/02). 

Desde el ámbito nacional,  destacar   la

de Protección Jurídica 

de Enjuiciamiento Civil, 

niñas, niños y adolescentes debían tener como

configuró un marco jurídico integral de protección del

establece  como principio rector de la actuación de los poderes públicos, el interés 

superior del menor, dedicando su art. 17 a la definición de la situación de riesgo y 

atribuyendo la intervención en esta situación a “

competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicable, 

en coordinación con los centros escolares y servicios sociales y sanitarios, y en su caso 

con las entidades colaboradoras del respectivo ámbito territorial.”

Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la 

infancia y a la adolescencia  establece notables modificaciones en la materia y 

destacar también la Ley Orgánica 8/202

Infancia y Adolescencia frente a la Violencia 

 

QUE REGULA EL PROCEDIMIENTO DEL AYUNTAMIENTO DE 

CABRA (CÓRDOBA) PARA LA DECLARACIÓN DE LA SITUACIÓN DE RIESGO 

DE PERSONAS MENORES.  

 

                                          EXPOSICIÓN DE MOTIVOS. 

La Constitución Española,  en su artículo 39, consagra la obligación de los 

poderes públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia y 

en especial de los menores de edad, todo ello de conformidad con los Acuerdos y 

Convenios Internacionales que velan por sus derechos, entre ellos, la Convención de 

los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas y la 

Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2010/C83/02). 

Desde el ámbito nacional,  destacar   la Ley Orgánica 1/1996, de

 del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley 

de Enjuiciamiento Civil, que siguiendo estos mandatos, reguló los derechos que 

niñas, niños y adolescentes debían tener como parte de la ciudadanía activ

configuró un marco jurídico integral de protección del menor. En su artículo 11.2 

establece  como principio rector de la actuación de los poderes públicos, el interés 

superior del menor, dedicando su art. 17 a la definición de la situación de riesgo y 

atribuyendo la intervención en esta situación a “la administración pública 

competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicable, 

en coordinación con los centros escolares y servicios sociales y sanitarios, y en su caso 

s entidades colaboradoras del respectivo ámbito territorial.” 

Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la 

infancia y a la adolescencia  establece notables modificaciones en la materia y 

destacar también la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de Protección Integral a la 

Infancia y Adolescencia frente a la Violencia que viene a desarrollar  actuaciones de 

ANEXO I 

AYUNTAMIENTO DE 

CLARACIÓN DE LA SITUACIÓN DE RIESGO 

en su artículo 39, consagra la obligación de los 

poderes públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia y 

en especial de los menores de edad, todo ello de conformidad con los Acuerdos y 

r sus derechos, entre ellos, la Convención de 

los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas y la 

Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea (2010/C83/02).  

de 15 de enero, 

modificación parcial del Código Civil y de la Ley 

estos mandatos, reguló los derechos que 

parte de la ciudadanía activa y 

su artículo 11.2 

establece  como principio rector de la actuación de los poderes públicos, el interés 

superior del menor, dedicando su art. 17 a la definición de la situación de riesgo y 

la administración pública 

competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicable, 

en coordinación con los centros escolares y servicios sociales y sanitarios, y en su caso 

Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema de protección a la 

infancia y a la adolescencia  establece notables modificaciones en la materia y 

1, de 4 de junio, de Protección Integral a la 

a desarrollar  actuaciones de 



sensibilización, detección precoz, prevención, asistencia y protección frente a 

cualquier forma de violencia y opera importa

jurídico. 

En nuestro país

típicas delegadas a los  municipios. 

competencias municipales recogidas en el art. 25 

Régimen Local, puede citarse el art. 150.15 del Estatuto Municipal de 1924, que 

atribuye al municipio la competencia para “

en idénticos términos la Ley Municipal de 1935, art. 102 y 

que entre otras competencias, además de “

“atenciones de índole social

actuaciones del municipio en la materia se agrupan bajo el concepto “

los servicios sociales y promoción y reinserción social”,

modificación sufrida por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre

sostenibilidad de la Administración Local

de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o 

riesgo de exclusión social

El artículo 27 de la  Ley de Bases de Régimen Local dice: “

del Estado, de las Comunidades Autónomas y otras entida

en los Municipios el ejercicio de competencias en materias que afecten a sus intereses 

propios, siempre que con ello se mejore la eficacia de la gestión pública y se alcance 

una mayor participación ciudadana. La disposición o el 

determinar el alcance, contenido, condiciones, y duración de ésta, así como el control 

que se reserve la Administración delegante y los medios personales, materiales y 

económicos que ésta transfiera.”

arriba,  la materia protección de menores ya había sido atribuida a las Entidades 

Locales Andaluzas por la legislación anterior de la Comunidad Autónoma, 

manteniéndose ésta vigente.

En este contexto, debe citarse la Ley 1/1998, de 20 de a

la atención al menor, por la que la Junta de Andalucía concreta y actualiza el ejercicio 

de esta competencia por las entidades locales en los siguientes términos (artículo 

18.1): “Las Corporaciones Locales de Andalucía son competent

 

sensibilización, detección precoz, prevención, asistencia y protección frente a 

cualquier forma de violencia y opera importantes modificaciones en el ordenamiento 

país, la protección de menores ha sido una de las competencias 

típicas delegadas a los  municipios. Como antecedentes a la actual redacción de las 

competencias municipales recogidas en el art. 25 de la Ley 7/85, Ley de bases de 

Régimen Local, puede citarse el art. 150.15 del Estatuto Municipal de 1924, que 

atribuye al municipio la competencia para “la corrección y protección de menores

en idénticos términos la Ley Municipal de 1935, art. 102 y la Ley de 1955, art. 101,2g, 

que entre otras competencias, además de “la protección de menores

atenciones de índole social”  .En la Ley de Bases de Régimen Local de 1985, las 

actuaciones del municipio en la materia se agrupan bajo el concepto “

los servicios sociales y promoción y reinserción social”, (art. 25.2 K), que tras la 

modificación sufrida por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y 

sostenibilidad de la Administración Local, se concretó en “evaluación e inf

de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o 

riesgo de exclusión social”.  

El artículo 27 de la  Ley de Bases de Régimen Local dice: “La Administración 

del Estado, de las Comunidades Autónomas y otras entidades locales podrán delegar 

en los Municipios el ejercicio de competencias en materias que afecten a sus intereses 

propios, siempre que con ello se mejore la eficacia de la gestión pública y se alcance 

una mayor participación ciudadana. La disposición o el acuerdo de delegación debe 

determinar el alcance, contenido, condiciones, y duración de ésta, así como el control 

que se reserve la Administración delegante y los medios personales, materiales y 

económicos que ésta transfiera.” No obstante lo expuesto, como hemos visto más 

la materia protección de menores ya había sido atribuida a las Entidades 

Locales Andaluzas por la legislación anterior de la Comunidad Autónoma, 

manteniéndose ésta vigente. 

En este contexto, debe citarse la Ley 1/1998, de 20 de abril, de los derechos y 

la atención al menor, por la que la Junta de Andalucía concreta y actualiza el ejercicio 

de esta competencia por las entidades locales en los siguientes términos (artículo 

Las Corporaciones Locales de Andalucía son competentes para el desarrollo de 

sensibilización, detección precoz, prevención, asistencia y protección frente a 

ntes modificaciones en el ordenamiento 

, la protección de menores ha sido una de las competencias 

Como antecedentes a la actual redacción de las 

de la Ley 7/85, Ley de bases de 

Régimen Local, puede citarse el art. 150.15 del Estatuto Municipal de 1924, que 

la corrección y protección de menores”, y 

la Ley de 1955, art. 101,2g, 

la protección de menores”  añade 

En la Ley de Bases de Régimen Local de 1985, las 

actuaciones del municipio en la materia se agrupan bajo el concepto “Prestación de 

(art. 25.2 K), que tras la 

, de racionalización y 

evaluación e información 

de situaciones de necesidad social y la atención inmediata a personas en situación o 

La Administración 

des locales podrán delegar 

en los Municipios el ejercicio de competencias en materias que afecten a sus intereses 

propios, siempre que con ello se mejore la eficacia de la gestión pública y se alcance 

acuerdo de delegación debe 

determinar el alcance, contenido, condiciones, y duración de ésta, así como el control 

que se reserve la Administración delegante y los medios personales, materiales y 

o hemos visto más 

la materia protección de menores ya había sido atribuida a las Entidades 

Locales Andaluzas por la legislación anterior de la Comunidad Autónoma, 

bril, de los derechos y 

la atención al menor, por la que la Junta de Andalucía concreta y actualiza el ejercicio 

de esta competencia por las entidades locales en los siguientes términos (artículo 

es para el desarrollo de 



actuaciones de prevención, información y reinserción social en materia de menores, 

así como para la detección de menores en situación de desprotección y la 

intervención en los casos que requieran actuaciones en el propio medio. Igu

son competentes para apreciar, intervenir y aplicar las medidas oportunas en las 

situaciones de riesgo”,

siguientes términos (artículo 22): “

circunstancias, carencias o conflictos familiares, sociales o educativos, el menor 

resulta perjudicado en su desarrollo personal, familiar, social o educativo, en su 

bienestar o en sus derechos, de forma que, sin alcanzar la entidad, intensidad o 

persistencia que fundamentan la declaración de situación de desamparo y la asunción 

de la tutela por ministerio de la Ley, sea precisa la intervención de la administración 

pública competente para eliminar, reducir o compensar esa situación de riesgo.”

El ejercicio de esta co

conformidad con el art 92 del Estatuto de Autonomía y/o artículo 9 de la Ley 5/2010, 

de Autonomía Local de Andalucía, compete a los Servicios Sociales Comunitarios. 

En este sentido, la Ley 9/2016, de 27 d

Andalucía establece en su artículo 27 relativo a los Servicios Sociales Comunitarios, 

que “1. […] la organización y gestión de estos servicios y sus centros corresponde a las 

entidades locales de cada territorio […], e

en el ejercicio de las competencias propias en materia de servicios sociales que les 

atribuyen el Estatuto de Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de 

Autonomía Local de Andalucía […]”

personas usuarias de los servicios sociales”,

situaciones de riesgo, desprotección o desamparo y el establecimiento de las 

medidas de protección en los términos establecidos en la 

estableciendo en su art. 28 como función de los servicios sociales comunitarios: 

“25.ª El desarrollo de actuaciones de prevención, información y reinserción 

social en materia de menores, la detección de menores en situación de desprotección, 

la detección e intervención en casos de menores en situación de riesgo y, cuando sea 

necesario, el abordaje terapéutico en el propio medio, mediante un tratamiento 

específico e integrador que compense situaciones de riesgo de desprotección o 

permita la reunificación familiar en aquellos casos en los que haya sido necesaria la 

 

actuaciones de prevención, información y reinserción social en materia de menores, 

así como para la detección de menores en situación de desprotección y la 

intervención en los casos que requieran actuaciones en el propio medio. Igu

son competentes para apreciar, intervenir y aplicar las medidas oportunas en las 

situaciones de riesgo”, definiendo posteriormente la situación de riesgo en los 

siguientes términos (artículo 22): “Aquella en la que, como consecuencia de 

cias, carencias o conflictos familiares, sociales o educativos, el menor 

resulta perjudicado en su desarrollo personal, familiar, social o educativo, en su 

bienestar o en sus derechos, de forma que, sin alcanzar la entidad, intensidad o 

ndamentan la declaración de situación de desamparo y la asunción 

de la tutela por ministerio de la Ley, sea precisa la intervención de la administración 

pública competente para eliminar, reducir o compensar esa situación de riesgo.”

El ejercicio de esta competencia  delegada en la administración local, de 

conformidad con el art 92 del Estatuto de Autonomía y/o artículo 9 de la Ley 5/2010, 

de Autonomía Local de Andalucía, compete a los Servicios Sociales Comunitarios. 

En este sentido, la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de 

Andalucía establece en su artículo 27 relativo a los Servicios Sociales Comunitarios, 

1. […] la organización y gestión de estos servicios y sus centros corresponde a las 

entidades locales de cada territorio […], en el marco de la planificación autonómica y 

en el ejercicio de las competencias propias en materia de servicios sociales que les 

atribuyen el Estatuto de Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de 

Autonomía Local de Andalucía […]”. Previamente en su artículo 10.n “Derechos de las 

personas usuarias de los servicios sociales”, garantiza el reconocimiento de las 

situaciones de riesgo, desprotección o desamparo y el establecimiento de las 

medidas de protección en los términos establecidos en la legislación vigente, 

estableciendo en su art. 28 como función de los servicios sociales comunitarios: 

El desarrollo de actuaciones de prevención, información y reinserción 

social en materia de menores, la detección de menores en situación de desprotección, 

la detección e intervención en casos de menores en situación de riesgo y, cuando sea 

ordaje terapéutico en el propio medio, mediante un tratamiento 

específico e integrador que compense situaciones de riesgo de desprotección o 

permita la reunificación familiar en aquellos casos en los que haya sido necesaria la 

actuaciones de prevención, información y reinserción social en materia de menores, 

así como para la detección de menores en situación de desprotección y la 

intervención en los casos que requieran actuaciones en el propio medio. Igualmente, 

son competentes para apreciar, intervenir y aplicar las medidas oportunas en las 

definiendo posteriormente la situación de riesgo en los 

Aquella en la que, como consecuencia de 

cias, carencias o conflictos familiares, sociales o educativos, el menor 

resulta perjudicado en su desarrollo personal, familiar, social o educativo, en su 

bienestar o en sus derechos, de forma que, sin alcanzar la entidad, intensidad o 

ndamentan la declaración de situación de desamparo y la asunción 

de la tutela por ministerio de la Ley, sea precisa la intervención de la administración 

pública competente para eliminar, reducir o compensar esa situación de riesgo.” 

mpetencia  delegada en la administración local, de 

conformidad con el art 92 del Estatuto de Autonomía y/o artículo 9 de la Ley 5/2010, 

de Autonomía Local de Andalucía, compete a los Servicios Sociales Comunitarios.  

e diciembre, de Servicios Sociales de 

Andalucía establece en su artículo 27 relativo a los Servicios Sociales Comunitarios, 

1. […] la organización y gestión de estos servicios y sus centros corresponde a las 

n el marco de la planificación autonómica y 

en el ejercicio de las competencias propias en materia de servicios sociales que les 

atribuyen el Estatuto de Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de 

Derechos de las 

garantiza el reconocimiento de las 

situaciones de riesgo, desprotección o desamparo y el establecimiento de las 

legislación vigente, 

estableciendo en su art. 28 como función de los servicios sociales comunitarios:  

El desarrollo de actuaciones de prevención, información y reinserción 

social en materia de menores, la detección de menores en situación de desprotección, 

la detección e intervención en casos de menores en situación de riesgo y, cuando sea 

ordaje terapéutico en el propio medio, mediante un tratamiento 

específico e integrador que compense situaciones de riesgo de desprotección o 

permita la reunificación familiar en aquellos casos en los que haya sido necesaria la 



adopción de medidas de protec

“26.ª El abordaje terapéutico para evitar la adopción de medidas de 

protección y, en su caso, aquellas dirigidas a la reunificación familiar”

En  su artículo 42. 2 e)

como  “Prestación garantizada”

servicios específicos para la protección de niños o niñas en situación de riesgo o 

desamparo”, en las condiciones establecidas en cada caso en el Catálogo de 

Prestaciones del Sistema Público de S

competencias propias en materia de servicios sociales que les atribuyen el Estatuto 

de Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de 

Andalucía. 

La Comunidad Autónoma de Andalucía, e

exclusiva que le corresponde en materia de protección de menores,  incluye en todo 

caso la regulación del régimen de protección y de las instituciones públicas de 

protección y tutela de los menores desamparados, en situación 

menores infractores,  publica el Decreto 210/2018,de 20 de noviembre, que regula el 

procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y 

adolescencia (SIMIA). Desarrollado posteriormente por la Orden de 30 

2019, que aprueba y publica el instrumento para la valoración de la gravedad de las 

situaciones de riesgo, desprotección y desamparo de la infancia y adolescencia de la 

infancia y adolescencia en Andalucía (Valórame), así como por la Orden de 3

de 2019, por la que se aprueba el formulario normalizado de la hoja de notificación 

de posibles situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y adolescencia de la 

infancia y adolescencia, cuya entrada en vigor de ambas órdenes se produjo el 2

agosto de 2019. 

La Ley 4/2021, de 27 de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía,   

establece de forma clara,  en su artículo 23,  que las Entidades Locales son las 

competentes para la prevención, detección, valoración, intervención y finalmente

para la formalización 

artículos  87 a 91 de dicha ley. Igualmente el artículo 87.2  dice  que las Entidades 

Locales de Andalucía son las Administraciones Públicas competentes para detectar, 

valorar, intervenir, declarar 

 

adopción de medidas de protección.  

“26.ª El abordaje terapéutico para evitar la adopción de medidas de 

protección y, en su caso, aquellas dirigidas a la reunificación familiar” 

En  su artículo 42. 2 e) la  Ley de Servicios Sociales de Andalucía  establece 

garantizada” del sistema público de servicios sociales: “

servicios específicos para la protección de niños o niñas en situación de riesgo o 

en las condiciones establecidas en cada caso en el Catálogo de 

Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales y en el ejercicio de las 

competencias propias en materia de servicios sociales que les atribuyen el Estatuto 

de Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de 

La Comunidad Autónoma de Andalucía, en desarrollo de la competencia 

exclusiva que le corresponde en materia de protección de menores,  incluye en todo 

caso la regulación del régimen de protección y de las instituciones públicas de 

protección y tutela de los menores desamparados, en situación de riesgo, y de los 

menores infractores,  publica el Decreto 210/2018,de 20 de noviembre, que regula el 

procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y 

adolescencia (SIMIA). Desarrollado posteriormente por la Orden de 30 

2019, que aprueba y publica el instrumento para la valoración de la gravedad de las 

situaciones de riesgo, desprotección y desamparo de la infancia y adolescencia de la 

infancia y adolescencia en Andalucía (Valórame), así como por la Orden de 3

de 2019, por la que se aprueba el formulario normalizado de la hoja de notificación 

de posibles situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y adolescencia de la 

infancia y adolescencia, cuya entrada en vigor de ambas órdenes se produjo el 2

La Ley 4/2021, de 27 de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía,   

establece de forma clara,  en su artículo 23,  que las Entidades Locales son las 

competentes para la prevención, detección, valoración, intervención y finalmente

 de la declaración de situación de riesgo, de acuerdo con los 

artículos  87 a 91 de dicha ley. Igualmente el artículo 87.2  dice  que las Entidades 

Locales de Andalucía son las Administraciones Públicas competentes para detectar, 

declarar y llevar a cabo las actuaciones oportunas, en las 

“26.ª El abordaje terapéutico para evitar la adopción de medidas de 

la  Ley de Servicios Sociales de Andalucía  establece 

del sistema público de servicios sociales: “Los 

servicios específicos para la protección de niños o niñas en situación de riesgo o 

en las condiciones establecidas en cada caso en el Catálogo de 

ervicios Sociales y en el ejercicio de las 

competencias propias en materia de servicios sociales que les atribuyen el Estatuto 

de Autonomía de Andalucía y la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de 

n desarrollo de la competencia 

exclusiva que le corresponde en materia de protección de menores,  incluye en todo 

caso la regulación del régimen de protección y de las instituciones públicas de 

de riesgo, y de los 

menores infractores,  publica el Decreto 210/2018,de 20 de noviembre, que regula el 

procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y 

adolescencia (SIMIA). Desarrollado posteriormente por la Orden de 30 de julio de 

2019, que aprueba y publica el instrumento para la valoración de la gravedad de las 

situaciones de riesgo, desprotección y desamparo de la infancia y adolescencia de la 

infancia y adolescencia en Andalucía (Valórame), así como por la Orden de 30 de julio 

de 2019, por la que se aprueba el formulario normalizado de la hoja de notificación 

de posibles situaciones de riesgo y desamparo de la infancia y adolescencia de la 

infancia y adolescencia, cuya entrada en vigor de ambas órdenes se produjo el 24 de 

La Ley 4/2021, de 27 de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía,   

establece de forma clara,  en su artículo 23,  que las Entidades Locales son las 

competentes para la prevención, detección, valoración, intervención y finalmente 

de la declaración de situación de riesgo, de acuerdo con los 

artículos  87 a 91 de dicha ley. Igualmente el artículo 87.2  dice  que las Entidades 

Locales de Andalucía son las Administraciones Públicas competentes para detectar, 

y llevar a cabo las actuaciones oportunas, en las 



situaciones de riesgo definidas en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero. La 

valoración y la intervención se realizarán por los Servicios Sociales correspondientes 

de la Entidad Local competente por razón del territorio, y conllevará el diseño y el 

desarrollo de un proyecto de intervención familiar, temporizado en función de la 

edad y vulnerabilidad de las niñas, niños y adolescentes. 

Por todo lo expuesto, resulta necesario la ela

Ayuntamiento de Cabra de un procedimiento específico municipal, conforme a la 

reciente normativa autonómica y en ejercicio de sus competencias, para regular el 

procedimiento para la declaración de la situación de riesgo de los 

residentes en Cabra, de acuerdo con la Ley

Protección Jurídica del 

Enjuiciamiento Civil,  modificada  por la disposición final 8.5 de la Ley Orgánica 

8/2021, de 4 de junio de Protección Integral a la Infancia y Adolescencia frente a la 

Violencia y  por la Ley 26/2015, d

protección a la infancia y a la adolescencia. 

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección jurídica del Menor, en 

su artículo 17,  expone una regulación de las actuaciones a seguir en situación de

riesgo,  estableciendo: 

“1. Se considerará situación de riesgo aquella en la que, a causa de 

circunstancias, carencias o conflictos familiares, sociales o educativos, la persona 

menor de edad se vea perjudicada en su desarrollo personal, familiar, social

educativo, en su bienestar o en sus derechos de forma que, sin alcanzar la entidad, 

intensidad o persistencia que fundamentarían su declaración de situación de 

desamparo y la asunción de la tutela por ministerio de la ley, sea precisa la 

intervención de la administración pública competente, para eliminar, reducir o 

compensar las dificultades o inadaptación que le afectan y evitar su desamparo y 

exclusión social, sin tener que ser separado de su entorno familiar.

2. Serán considerados como indicadores de 

La falta de atención física o psíquica del niño, niña o adolescente por parte de 

los progenitores, o por las personas que ejerzan la tutela, guarda, o acogimiento, que 

comporte un perjuicio leve para la salud física o emocional del niñ

 

situaciones de riesgo definidas en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero. La 

valoración y la intervención se realizarán por los Servicios Sociales correspondientes 

ocal competente por razón del territorio, y conllevará el diseño y el 

desarrollo de un proyecto de intervención familiar, temporizado en función de la 

edad y vulnerabilidad de las niñas, niños y adolescentes.  

Por todo lo expuesto, resulta necesario la elaboración y aprobación por el 

Ayuntamiento de Cabra de un procedimiento específico municipal, conforme a la 

reciente normativa autonómica y en ejercicio de sus competencias, para regular el 

procedimiento para la declaración de la situación de riesgo de los 

residentes en Cabra, de acuerdo con la Ley Orgánica 1/1996, de 15

 Menor,   de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil,  modificada  por la disposición final 8.5 de la Ley Orgánica 

8/2021, de 4 de junio de Protección Integral a la Infancia y Adolescencia frente a la 

Violencia y  por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de  de modificación del sistema de 

protección a la infancia y a la adolescencia.  

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección jurídica del Menor, en 

su artículo 17,  expone una regulación de las actuaciones a seguir en situación de

riesgo,  estableciendo:  

“1. Se considerará situación de riesgo aquella en la que, a causa de 

circunstancias, carencias o conflictos familiares, sociales o educativos, la persona 

menor de edad se vea perjudicada en su desarrollo personal, familiar, social

educativo, en su bienestar o en sus derechos de forma que, sin alcanzar la entidad, 

intensidad o persistencia que fundamentarían su declaración de situación de 

desamparo y la asunción de la tutela por ministerio de la ley, sea precisa la 

la administración pública competente, para eliminar, reducir o 

compensar las dificultades o inadaptación que le afectan y evitar su desamparo y 

exclusión social, sin tener que ser separado de su entorno familiar. 

2. Serán considerados como indicadores de riesgo, entre otros: 

La falta de atención física o psíquica del niño, niña o adolescente por parte de 

los progenitores, o por las personas que ejerzan la tutela, guarda, o acogimiento, que 

comporte un perjuicio leve para la salud física o emocional del niñ

situaciones de riesgo definidas en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero. La 

valoración y la intervención se realizarán por los Servicios Sociales correspondientes 

ocal competente por razón del territorio, y conllevará el diseño y el 

desarrollo de un proyecto de intervención familiar, temporizado en función de la 

boración y aprobación por el 

Ayuntamiento de Cabra de un procedimiento específico municipal, conforme a la 

reciente normativa autonómica y en ejercicio de sus competencias, para regular el 

procedimiento para la declaración de la situación de riesgo de los menores 

15 de enero, de 

modificación parcial del Código Civil y de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil,  modificada  por la disposición final 8.5 de la Ley Orgánica 

8/2021, de 4 de junio de Protección Integral a la Infancia y Adolescencia frente a la 

de modificación del sistema de 

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección jurídica del Menor, en 

su artículo 17,  expone una regulación de las actuaciones a seguir en situación de 

“1. Se considerará situación de riesgo aquella en la que, a causa de 

circunstancias, carencias o conflictos familiares, sociales o educativos, la persona 

menor de edad se vea perjudicada en su desarrollo personal, familiar, social o 

educativo, en su bienestar o en sus derechos de forma que, sin alcanzar la entidad, 

intensidad o persistencia que fundamentarían su declaración de situación de 

desamparo y la asunción de la tutela por ministerio de la ley, sea precisa la 

la administración pública competente, para eliminar, reducir o 

compensar las dificultades o inadaptación que le afectan y evitar su desamparo y 

 

La falta de atención física o psíquica del niño, niña o adolescente por parte de 

los progenitores, o por las personas que ejerzan la tutela, guarda, o acogimiento, que 

comporte un perjuicio leve para la salud física o emocional del niño, niña o 



adolescente cuando se estime, por la naturaleza o por la repetición de los episodios, 

la posibilidad de su persistencia o el agravamiento de sus efectos.

La negligencia en el cuidado de las personas menores de edad y la falta de 

seguimiento médico por parte de los progenitores, o por las personas que ejerzan la 

tutela, guarda o acogimiento.

La existencia de un hermano o hermana declarado en situación de riesgo o 

desamparo, salvo que las circunstancias familiares hayan cambiado de forma 

evidente. 

La utilización, por parte de los progenitores, o de quienes ejerzan funciones 

de tutela, guarda o acogimiento, del castigo habitual y desproporcionado y de pautas 

de corrección violentas que, sin constituir un episodio severo o un patrón crónico de 

violencia, perjudiquen su desarrollo.

La evolución negativa de los programas de intervención seguidos con la 

familia y la obstrucción a su desarrollo o puesta en marcha.

Las prácticas discriminatorias, por parte de los responsables parentales, 

contra los niños, niñas y adolescentes que conlleven un perjuicio para su bienestar y 

su salud mental y física, en particular:

1.º Las actitudes discriminatorias que por razón de género, edad o 

discapacidad puedan aumentar las posibilidades de confinamiento en el hogar, la 

falta de acceso a la educación, las escasas oportunidades de ocio, la falta de acceso al 

arte y a la vida cultural, así como cualquier otra circunstancia que por razón de 

género, edad o discapacidad, les impidan disfrutar de sus derechos en igualdad.

2.º La no aceptación de la orientación sexual, identidad de género o las 

características sexuales de la persona menor de edad.

El riesgo de sufrir ablación, mutilación genital femenina o cualquier otra 

forma de violencia en el caso 

promesas o acuerdos de matrimonio forzado.

 La identificación de las madres como víctimas de trata.

 

adolescente cuando se estime, por la naturaleza o por la repetición de los episodios, 

la posibilidad de su persistencia o el agravamiento de sus efectos. 

La negligencia en el cuidado de las personas menores de edad y la falta de 

o por parte de los progenitores, o por las personas que ejerzan la 

tutela, guarda o acogimiento. 

La existencia de un hermano o hermana declarado en situación de riesgo o 

desamparo, salvo que las circunstancias familiares hayan cambiado de forma 

a utilización, por parte de los progenitores, o de quienes ejerzan funciones 

de tutela, guarda o acogimiento, del castigo habitual y desproporcionado y de pautas 

de corrección violentas que, sin constituir un episodio severo o un patrón crónico de 

a, perjudiquen su desarrollo. 

La evolución negativa de los programas de intervención seguidos con la 

familia y la obstrucción a su desarrollo o puesta en marcha. 

Las prácticas discriminatorias, por parte de los responsables parentales, 

ñas y adolescentes que conlleven un perjuicio para su bienestar y 

su salud mental y física, en particular: 

1.º Las actitudes discriminatorias que por razón de género, edad o 

discapacidad puedan aumentar las posibilidades de confinamiento en el hogar, la 

lta de acceso a la educación, las escasas oportunidades de ocio, la falta de acceso al 

arte y a la vida cultural, así como cualquier otra circunstancia que por razón de 

género, edad o discapacidad, les impidan disfrutar de sus derechos en igualdad.

no aceptación de la orientación sexual, identidad de género o las 

características sexuales de la persona menor de edad. 

El riesgo de sufrir ablación, mutilación genital femenina o cualquier otra 

forma de violencia en el caso de niñas y adolescentes basadas en el género, las 

promesas o acuerdos de matrimonio forzado. 

La identificación de las madres como víctimas de trata. 

adolescente cuando se estime, por la naturaleza o por la repetición de los episodios, 

La negligencia en el cuidado de las personas menores de edad y la falta de 

o por parte de los progenitores, o por las personas que ejerzan la 

La existencia de un hermano o hermana declarado en situación de riesgo o 

desamparo, salvo que las circunstancias familiares hayan cambiado de forma 

a utilización, por parte de los progenitores, o de quienes ejerzan funciones 

de tutela, guarda o acogimiento, del castigo habitual y desproporcionado y de pautas 

de corrección violentas que, sin constituir un episodio severo o un patrón crónico de 

La evolución negativa de los programas de intervención seguidos con la 

Las prácticas discriminatorias, por parte de los responsables parentales, 

ñas y adolescentes que conlleven un perjuicio para su bienestar y 

1.º Las actitudes discriminatorias que por razón de género, edad o 

discapacidad puedan aumentar las posibilidades de confinamiento en el hogar, la 

lta de acceso a la educación, las escasas oportunidades de ocio, la falta de acceso al 

arte y a la vida cultural, así como cualquier otra circunstancia que por razón de 

género, edad o discapacidad, les impidan disfrutar de sus derechos en igualdad. 

no aceptación de la orientación sexual, identidad de género o las 

El riesgo de sufrir ablación, mutilación genital femenina o cualquier otra 

en el género, las 



Las niñas y adolescentes víctimas de violencia de género en los términos 

establecidos en el artículo 1.1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28

medidas de protección integral contra la violencia de género.

Los ingresos múltiples de personas menores de edad en distintos hospitales 

con síntomas recurrentes, inexplicables y/o que no se confirman diagnósticamente.

El consumo habitual

menores de edad. 

La exposición de la persona menor de edad a cualquier situación de violencia 

doméstica o de género.

Cualquier otra circunstancia que implique violencia sobre las personas 

menores de edad que, en caso de persistir, pueda evolucionar y derivar en el 

desamparo del niño, niña o adolescente.

3. La intervención en la situación de riesgo corresponde a la administración 

pública competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y 

aplicable, en coordinación con los centros escolares y servicios sociales y sanitarios y, 

en su caso, con las entidades colaboradoras del respectivo ámbito territorial o 

cualesquiera otras. 

4. La valoración de la situación de riesgo conllevará l

en marcha de un proyecto de intervención social y educativo familiar que deberá 

recoger los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos, promoviendo los 

factores de protección del menor y manteniendo a éste en su medio fam

procurará la participación de los progenitores, tutores, guardadores o acogedores en 

la elaboración del proyecto. En cualquier caso, será oída y tenida en cuenta la opinión 

de éstos en el intento de consensuar el proyecto, que deberá ser firmado 

partes, para lo que se les comunicará de manera comprensible y en formato 

accesible. También se comunicará y consultará con el menor si tiene suficiente 

madurez y, en todo caso, a partir de los doce años.

5. Los progenitores, tutores, guardadores o

respectivas funciones, colaborarán activamente, según su capacidad, en la ejecución 

de las medidas indicadas en el referido proyecto. La omisión de la colaboración 

prevista en el mismo dará lugar a la declaración de la situación 

 

Las niñas y adolescentes víctimas de violencia de género en los términos 

establecidos en el artículo 1.1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de 

medidas de protección integral contra la violencia de género. 

Los ingresos múltiples de personas menores de edad en distintos hospitales 

con síntomas recurrentes, inexplicables y/o que no se confirman diagnósticamente.

El consumo habitual de drogas tóxicas o bebidas alcohólicas por las personas 

La exposición de la persona menor de edad a cualquier situación de violencia 

doméstica o de género. 

Cualquier otra circunstancia que implique violencia sobre las personas 

edad que, en caso de persistir, pueda evolucionar y derivar en el 

desamparo del niño, niña o adolescente. 

3. La intervención en la situación de riesgo corresponde a la administración 

pública competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y 

aplicable, en coordinación con los centros escolares y servicios sociales y sanitarios y, 

en su caso, con las entidades colaboradoras del respectivo ámbito territorial o 

4. La valoración de la situación de riesgo conllevará la elaboración y puesta 

en marcha de un proyecto de intervención social y educativo familiar que deberá 

recoger los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos, promoviendo los 

factores de protección del menor y manteniendo a éste en su medio fam

procurará la participación de los progenitores, tutores, guardadores o acogedores en 

la elaboración del proyecto. En cualquier caso, será oída y tenida en cuenta la opinión 

de éstos en el intento de consensuar el proyecto, que deberá ser firmado 

partes, para lo que se les comunicará de manera comprensible y en formato 

accesible. También se comunicará y consultará con el menor si tiene suficiente 

madurez y, en todo caso, a partir de los doce años. 

5. Los progenitores, tutores, guardadores o acogedores, dentro de sus 

respectivas funciones, colaborarán activamente, según su capacidad, en la ejecución 

de las medidas indicadas en el referido proyecto. La omisión de la colaboración 

prevista en el mismo dará lugar a la declaración de la situación de riesgo del menor.

Las niñas y adolescentes víctimas de violencia de género en los términos 

de diciembre, de 

Los ingresos múltiples de personas menores de edad en distintos hospitales 

con síntomas recurrentes, inexplicables y/o que no se confirman diagnósticamente. 

de drogas tóxicas o bebidas alcohólicas por las personas 

La exposición de la persona menor de edad a cualquier situación de violencia 

Cualquier otra circunstancia que implique violencia sobre las personas 

edad que, en caso de persistir, pueda evolucionar y derivar en el 

3. La intervención en la situación de riesgo corresponde a la administración 

pública competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica 

aplicable, en coordinación con los centros escolares y servicios sociales y sanitarios y, 

en su caso, con las entidades colaboradoras del respectivo ámbito territorial o 

a elaboración y puesta 

en marcha de un proyecto de intervención social y educativo familiar que deberá 

recoger los objetivos, actuaciones, recursos y previsión de plazos, promoviendo los 

factores de protección del menor y manteniendo a éste en su medio familiar. Se 

procurará la participación de los progenitores, tutores, guardadores o acogedores en 

la elaboración del proyecto. En cualquier caso, será oída y tenida en cuenta la opinión 

de éstos en el intento de consensuar el proyecto, que deberá ser firmado por las 

partes, para lo que se les comunicará de manera comprensible y en formato 

accesible. También se comunicará y consultará con el menor si tiene suficiente 

acogedores, dentro de sus 

respectivas funciones, colaborarán activamente, según su capacidad, en la ejecución 

de las medidas indicadas en el referido proyecto. La omisión de la colaboración 

de riesgo del menor. 



6. La situación de riesgo será declarada por la administración pública 

competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicable 

mediante una resolución administrativa motivada, previa audiencia a los 

progenitores, tutores, guardadores o acogedores y del menor si tiene suficiente 

madurez y, en todo caso, a partir de los doce años. La resolución administrativa 

incluirá las medidas tendentes a corregir la situación de riesgo del menor, incluidas 

las atinentes a los deberes al respecto de los progenitores, tutores, guardadores o 

acogedores. Frente a la resolución administrativa que declare la situación de riesgo 

del menor, se podrá interponer recurso conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.

7. Cuando la administr

intervención ante una situación de riesgo de un menor y tenga noticia de que va a ser 

trasladado al ámbito de otra entidad territorial, la administración pública de origen lo 

pondrá en conocimiento de la de d

intervención que se venía realizando, con remisión de la información y 

documentación necesaria. Si la administración pública de origen desconociera el lugar 

de destino, podrá solicitar el auxilio de las

que procedan a su averiguación. Una vez conocida la localización del menor, se 

pondrá en conocimiento de la Entidad Pública competente en dicho territorio, que 

continuará la intervención.

8. En los supuestos en que 

apreciar e intervenir en la situación de riesgo estime que existe una situación de 

desprotección que puede requerir la separación del menor de su ámbito familiar o 

cuando, concluido el período previsto en el proyec

hayan conseguido cambios en el desempeño de los deberes de guarda que garanticen 

que el menor cuenta con la necesaria asistencia moral o material, lo pondrá en 

conocimiento de la Entidad Pública a fin de que valore la p

situación de desamparo, comunicándolo al Ministerio Fiscal.

Cuando la Entidad Pública considere que no procede declarar la situación de 

desamparo, pese a la propuesta en tal sentido formulada por la administración 

pública competente para apreciar la situación de riesgo, lo pondrá en conocimiento 

de la administración pública que haya intervenido en la situación de riesgo y del 

Ministerio Fiscal. Este último hará una supervisión de la situación del menor, 

 

6. La situación de riesgo será declarada por la administración pública 

competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicable 

mediante una resolución administrativa motivada, previa audiencia a los 

ores, tutores, guardadores o acogedores y del menor si tiene suficiente 

madurez y, en todo caso, a partir de los doce años. La resolución administrativa 

incluirá las medidas tendentes a corregir la situación de riesgo del menor, incluidas 

os deberes al respecto de los progenitores, tutores, guardadores o 

acogedores. Frente a la resolución administrativa que declare la situación de riesgo 

del menor, se podrá interponer recurso conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil.

7. Cuando la administración pública competente esté desarrollando una 

intervención ante una situación de riesgo de un menor y tenga noticia de que va a ser 

trasladado al ámbito de otra entidad territorial, la administración pública de origen lo 

pondrá en conocimiento de la de destino al efecto de que, si procede, ésta continúe la 

intervención que se venía realizando, con remisión de la información y 

documentación necesaria. Si la administración pública de origen desconociera el lugar 

de destino, podrá solicitar el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a fin de 

que procedan a su averiguación. Una vez conocida la localización del menor, se 

pondrá en conocimiento de la Entidad Pública competente en dicho territorio, que 

continuará la intervención. 

8. En los supuestos en que la administración pública competente para 

apreciar e intervenir en la situación de riesgo estime que existe una situación de 

desprotección que puede requerir la separación del menor de su ámbito familiar o 

cuando, concluido el período previsto en el proyecto de intervención o Convenio, no se 

hayan conseguido cambios en el desempeño de los deberes de guarda que garanticen 

que el menor cuenta con la necesaria asistencia moral o material, lo pondrá en 

conocimiento de la Entidad Pública a fin de que valore la procedencia de declarar la 

situación de desamparo, comunicándolo al Ministerio Fiscal. 

Cuando la Entidad Pública considere que no procede declarar la situación de 

desamparo, pese a la propuesta en tal sentido formulada por la administración 

te para apreciar la situación de riesgo, lo pondrá en conocimiento 

de la administración pública que haya intervenido en la situación de riesgo y del 

Ministerio Fiscal. Este último hará una supervisión de la situación del menor, 

6. La situación de riesgo será declarada por la administración pública 

competente conforme a lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicable 

mediante una resolución administrativa motivada, previa audiencia a los 

ores, tutores, guardadores o acogedores y del menor si tiene suficiente 

madurez y, en todo caso, a partir de los doce años. La resolución administrativa 

incluirá las medidas tendentes a corregir la situación de riesgo del menor, incluidas 

os deberes al respecto de los progenitores, tutores, guardadores o 

acogedores. Frente a la resolución administrativa que declare la situación de riesgo 

del menor, se podrá interponer recurso conforme a la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

ación pública competente esté desarrollando una 

intervención ante una situación de riesgo de un menor y tenga noticia de que va a ser 

trasladado al ámbito de otra entidad territorial, la administración pública de origen lo 

estino al efecto de que, si procede, ésta continúe la 

intervención que se venía realizando, con remisión de la información y 

documentación necesaria. Si la administración pública de origen desconociera el lugar 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a fin de 

que procedan a su averiguación. Una vez conocida la localización del menor, se 

pondrá en conocimiento de la Entidad Pública competente en dicho territorio, que 

la administración pública competente para 

apreciar e intervenir en la situación de riesgo estime que existe una situación de 

desprotección que puede requerir la separación del menor de su ámbito familiar o 

to de intervención o Convenio, no se 

hayan conseguido cambios en el desempeño de los deberes de guarda que garanticen 

que el menor cuenta con la necesaria asistencia moral o material, lo pondrá en 

rocedencia de declarar la 

Cuando la Entidad Pública considere que no procede declarar la situación de 

desamparo, pese a la propuesta en tal sentido formulada por la administración 

te para apreciar la situación de riesgo, lo pondrá en conocimiento 

de la administración pública que haya intervenido en la situación de riesgo y del 

Ministerio Fiscal. Este último hará una supervisión de la situación del menor, 



pudiendo para ello recabar l

sociales, sanitarios o cualesquiera otros.

9. La administración pública competente para intervenir en la situación de 

riesgo adoptará, en colaboración con los servicios de salud correspondientes, las 

medidas adecuadas de prevención, intervención y seguimiento, de las situaciones de 

posible riesgo prenatal, a los efectos de evitar con posterioridad una eventual 

declaración de situación de riesgo o desamparo del recién nacido. A tales efectos, se 

entenderá por situación de riesgo prenatal la falta de cuidado físico de la mujer 

gestante o el consumo abusivo de sustancias con potencial adictivo, así como 

cualquier otra acción propia de la mujer o de terceros tolerada por ésta, que 

perjudique el normal desar

mentales o sensoriales al recién nacido. Los servicios de salud y el personal sanitario 

deberán notificar esta situación a la administración pública competente, así como al 

Ministerio Fiscal. Tras el

unidad familiar para que, si fuera necesario, se declare la situación de riesgo o 

desamparo del menor para su adecuada protección.

10. La negativa de los progenitores, tutores, guardadores o acoged

prestar el consentimiento respecto de los tratamientos médicos necesarios para 

salvaguardar la vida o integridad física o psíquica de un menor constituye una 

situación de riesgo. En tales casos, las autoridades sanitarias, pondrán 

inmediatamente en conocimiento de la autoridad judicial, directamente o a través del 

Ministerio Fiscal, tales situaciones a los efectos de que se adopte la decisión 

correspondiente en salvaguarda del mejor interés del menor.”

En la elaboración y tramitación del presente reg

acuerdo con los principios de buena regulación a los que se refiere el artículo 129.1 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. La aprobación de este Reglamento  se

razones de interés general dado que hasta el momento, las decisiones y actuaciones 

en materia de desprotección de menores en situación de riesgo leve o moderado no 

cuentan en Cabra  con un procedimiento municipal de declaración de riesgo, 

proponiéndose por el presente texto la regulación de un procedimiento para 

adoptarla de forma expresa, a fin de dotar de las máximas garantías la actuación 

 

pudiendo para ello recabar la colaboración de los centros escolares y los servicios 

sociales, sanitarios o cualesquiera otros. 

9. La administración pública competente para intervenir en la situación de 

riesgo adoptará, en colaboración con los servicios de salud correspondientes, las 

medidas adecuadas de prevención, intervención y seguimiento, de las situaciones de 

posible riesgo prenatal, a los efectos de evitar con posterioridad una eventual 

declaración de situación de riesgo o desamparo del recién nacido. A tales efectos, se 

rá por situación de riesgo prenatal la falta de cuidado físico de la mujer 

gestante o el consumo abusivo de sustancias con potencial adictivo, así como 

cualquier otra acción propia de la mujer o de terceros tolerada por ésta, que 

perjudique el normal desarrollo o pueda provocar enfermedades o anomalías físicas, 

mentales o sensoriales al recién nacido. Los servicios de salud y el personal sanitario 

deberán notificar esta situación a la administración pública competente, así como al 

Ministerio Fiscal. Tras el nacimiento se mantendrá la intervención con el menor y su 

unidad familiar para que, si fuera necesario, se declare la situación de riesgo o 

desamparo del menor para su adecuada protección. 

10. La negativa de los progenitores, tutores, guardadores o acoged

prestar el consentimiento respecto de los tratamientos médicos necesarios para 

salvaguardar la vida o integridad física o psíquica de un menor constituye una 

situación de riesgo. En tales casos, las autoridades sanitarias, pondrán 

conocimiento de la autoridad judicial, directamente o a través del 

Ministerio Fiscal, tales situaciones a los efectos de que se adopte la decisión 

correspondiente en salvaguarda del mejor interés del menor.” 

En la elaboración y tramitación del presente reglamento se ha actuado de 

acuerdo con los principios de buena regulación a los que se refiere el artículo 129.1 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas. La aprobación de este Reglamento  se  

razones de interés general dado que hasta el momento, las decisiones y actuaciones 

en materia de desprotección de menores en situación de riesgo leve o moderado no 

cuentan en Cabra  con un procedimiento municipal de declaración de riesgo, 

roponiéndose por el presente texto la regulación de un procedimiento para 

adoptarla de forma expresa, a fin de dotar de las máximas garantías la actuación 

a colaboración de los centros escolares y los servicios 

9. La administración pública competente para intervenir en la situación de 

riesgo adoptará, en colaboración con los servicios de salud correspondientes, las 

medidas adecuadas de prevención, intervención y seguimiento, de las situaciones de 

posible riesgo prenatal, a los efectos de evitar con posterioridad una eventual 

declaración de situación de riesgo o desamparo del recién nacido. A tales efectos, se 

rá por situación de riesgo prenatal la falta de cuidado físico de la mujer 

gestante o el consumo abusivo de sustancias con potencial adictivo, así como 

cualquier otra acción propia de la mujer o de terceros tolerada por ésta, que 

rollo o pueda provocar enfermedades o anomalías físicas, 

mentales o sensoriales al recién nacido. Los servicios de salud y el personal sanitario 

deberán notificar esta situación a la administración pública competente, así como al 

nacimiento se mantendrá la intervención con el menor y su 

unidad familiar para que, si fuera necesario, se declare la situación de riesgo o 

10. La negativa de los progenitores, tutores, guardadores o acogedores a 

prestar el consentimiento respecto de los tratamientos médicos necesarios para 

salvaguardar la vida o integridad física o psíquica de un menor constituye una 

situación de riesgo. En tales casos, las autoridades sanitarias, pondrán 

conocimiento de la autoridad judicial, directamente o a través del 

Ministerio Fiscal, tales situaciones a los efectos de que se adopte la decisión 

lamento se ha actuado de 

acuerdo con los principios de buena regulación a los que se refiere el artículo 129.1 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

  justifica por 

razones de interés general dado que hasta el momento, las decisiones y actuaciones 

en materia de desprotección de menores en situación de riesgo leve o moderado no 

cuentan en Cabra  con un procedimiento municipal de declaración de riesgo, 

roponiéndose por el presente texto la regulación de un procedimiento para 

adoptarla de forma expresa, a fin de dotar de las máximas garantías la actuación 



municipal en la materia, dando con ello cumplimiento, además, al principio de 

seguridad jurídica. Por 

el texto contiene la regulación imprescindible, en coherencia con el procedimiento 

de actuación unificado previsto en el Decreto 210/2018, de 20 de noviembre, que 

regula el procedimiento de act

infancia y adolescencia (SIMIA), Orden de 30 de julio de 2019, que aprueba el 

instrumento Valórame, y restante normativa nacional y autonómica, reguladora de la 

competencia local para apreciar, intervenir

situaciones de riesgo. En aplicación del principio de eficiencia, no se establece 

ninguna carga añadida, derivada de su aplicación para la ciudadanía. Por otra parte, 

en cumplimiento del principio de transparencia, d

presente reglamento, su proyecto se someterá a información pública por el plazo 

establecido en la legislación de régimen local. Además de los medios oficiales de 

publicación, el anuncio de aprobación inicial se publicará en

Ayuntamiento de Cabra,  en los medios de comunicación social municipales y en 

cuantos medios estén disponibles y asequibles para un mejor conocimiento del 

proyecto por la ciudadanía. 

 

Artículo 1.- Objeto.

1. El presente Reglamento establece y regula el procedimiento administrativo 

municipal para

menores de 

creación de la  Comisión Loc

en Menores, 

2. Las actuaciones

Ayuntamiento, se ajustarán a las competencias establecidas, a los criterios 

y líneas de actuación

de supremacía

3. Se consideran situaciones de riesgo las circunstancias recogidas en el 

 

municipal en la materia, dando con ello cumplimiento, además, al principio de 

 otro lado cumple con el principio de proporcionalidad, ya que 

el texto contiene la regulación imprescindible, en coherencia con el procedimiento 

de actuación unificado previsto en el Decreto 210/2018, de 20 de noviembre, que 

regula el procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y desamparo de la 

infancia y adolescencia (SIMIA), Orden de 30 de julio de 2019, que aprueba el 

instrumento Valórame, y restante normativa nacional y autonómica, reguladora de la 

competencia local para apreciar, intervenir y aplicar las medidas oportunas en las 

situaciones de riesgo. En aplicación del principio de eficiencia, no se establece 

ninguna carga añadida, derivada de su aplicación para la ciudadanía. Por otra parte, 

en cumplimiento del principio de transparencia, dado el carácter organizativo del 

presente reglamento, su proyecto se someterá a información pública por el plazo 

establecido en la legislación de régimen local. Además de los medios oficiales de 

publicación, el anuncio de aprobación inicial se publicará en la sede electrónica del 

Ayuntamiento de Cabra,  en los medios de comunicación social municipales y en 

cuantos medios estén disponibles y asequibles para un mejor conocimiento del 

proyecto por la ciudadanía.  

TÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Objeto. 

El presente Reglamento establece y regula el procedimiento administrativo 

para llevar a cabo las declaraciones de riesgo de

 edad residentes en el término municipal de Cabra, así como la 

creación de la  Comisión Local para la Declaración de Situaciones de Riesgo 

en Menores,  su composición y funcionamiento. 

actuaciones de atención a menores que se realicen por 

Ayuntamiento, se ajustarán a las competencias establecidas, a los criterios 

actuación que la legislación le otorgue, atendiendo

supremacía del   interés de los y las menores sobre cualquier otro.

Se consideran situaciones de riesgo las circunstancias recogidas en el 

municipal en la materia, dando con ello cumplimiento, además, al principio de 

otro lado cumple con el principio de proporcionalidad, ya que 

el texto contiene la regulación imprescindible, en coherencia con el procedimiento 

de actuación unificado previsto en el Decreto 210/2018, de 20 de noviembre, que 

uación ante situaciones de riesgo y desamparo de la 

infancia y adolescencia (SIMIA), Orden de 30 de julio de 2019, que aprueba el 

instrumento Valórame, y restante normativa nacional y autonómica, reguladora de la 

y aplicar las medidas oportunas en las 

situaciones de riesgo. En aplicación del principio de eficiencia, no se establece 

ninguna carga añadida, derivada de su aplicación para la ciudadanía. Por otra parte, 

ado el carácter organizativo del 

presente reglamento, su proyecto se someterá a información pública por el plazo 

establecido en la legislación de régimen local. Además de los medios oficiales de 

la sede electrónica del 

Ayuntamiento de Cabra,  en los medios de comunicación social municipales y en 

cuantos medios estén disponibles y asequibles para un mejor conocimiento del 

El presente Reglamento establece y regula el procedimiento administrativo 

de las personas 

residentes en el término municipal de Cabra, así como la 

al para la Declaración de Situaciones de Riesgo 

 parte de este 

Ayuntamiento, se ajustarán a las competencias establecidas, a los criterios 

atendiendo al principio 

cualquier otro. 

Se consideran situaciones de riesgo las circunstancias recogidas en el 



artículo 17.1 de

Jurídica del Menor,

Enjuiciamiento Civil. Se tomarán

indicadores de situación de riesgo los expresados en

dicha ley. 

4. La declaración de la situación de riesgo procederá cuando

proyecto de intervención o tratamiento familiar, la falta de colaboración en 

el desarrollo y ejecución

personas tutoras, guardadoras o  acoge

adolescente en una situación que pudiera requerir la separación

entorno familiar, de

5. En todo lo no previsto en este Reglamento será de aplicación la Ley 

Orgánica 1/1996,

26/2015, de 28 julio, de

y a la adolescencia, Ley Orgánica

integral a la infancia y la adolescencia frente a la

27 de diciembre, de la comunidad autónoma de Andalucía de

Sociales, el Real Decreto 210/2018, de 20 de diciembre, por el que se 

regula el procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y 

desamparo de la infancia y

de 2019, por

de la gravedad

la infancia y adolescencia de Andalucía (Valórame), 

julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía y supletoriamente, la

39/2015 del Procedimiento Administrativo Común y la Ley 40/2015 de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas, así como cualquier otra 

normativa que pueda

 

Artículo 2.-  

Situaciones de Riesgo de

 Con el fin de garantizar la objetividad e imparcialidad de la actuación 

 

artículo 17.1 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, 

Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil. Se tomarán igualmente en consideración como 

indicadores de situación de riesgo los expresados en el artículo 17.2 de 

declaración de la situación de riesgo procederá cuando, 

intervención o tratamiento familiar, la falta de colaboración en 

el desarrollo y ejecución del mismo, por parte de los padres, madres, 

personas tutoras, guardadoras o  acogedoras, coloquen al niño,  niña o 

adolescente en una situación que pudiera requerir la separación

entorno familiar, de no cambiar las circunstancias. 

En todo lo no previsto en este Reglamento será de aplicación la Ley 

Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, la Ley 

26/2015, de 28 julio, de modificación del sistema de protección a la infancia 

y a la adolescencia, Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección 

integral a la infancia y la adolescencia frente a la violencia, L

27 de diciembre, de la comunidad autónoma de Andalucía de

Real Decreto 210/2018, de 20 de diciembre, por el que se 

procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y 

desamparo de la infancia y adolescencia (SIMIA), l a  Orden de

por el se aprueba y publica el instrumento para

gravedad de las situaciones de riesgo, desprotección y desamparo de 

la infancia y adolescencia de Andalucía (Valórame), la Ley 4/2021, de 27 de 

julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía y supletoriamente, la

39/2015 del Procedimiento Administrativo Común y la Ley 40/2015 de 

Jurídico de las Administraciones Públicas, así como cualquier otra 

normativa que pueda    ser de aplicación. 

  Órgano colegiado: Comisión Local de Declaración de 

de Menores. 

Con el fin de garantizar la objetividad e imparcialidad de la actuación 

 de Protección 

modificación parcial del Código Civil y de la Ley de 

igualmente en consideración como 

artículo 17.2 de 

,  existiendo un 

intervención o tratamiento familiar, la falta de colaboración en 

del mismo, por parte de los padres, madres, 

doras, coloquen al niño,  niña o 

adolescente en una situación que pudiera requerir la separación de su 

En todo lo no previsto en este Reglamento será de aplicación la Ley 

de Protección Jurídica del Menor, la Ley 

modificación del sistema de protección a la infancia 

8/2021, de 4 de junio, de protección 

violencia, Ley 9/2016, de 

27 de diciembre, de la comunidad autónoma de Andalucía de Servicios 

Real Decreto 210/2018, de 20 de diciembre, por el que se 

procedimiento de actuación ante situaciones de riesgo y 

de 30 de julio 

para la valoración 

desprotección y desamparo de 

4/2021, de 27 de 

julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía y supletoriamente, la Ley 

39/2015 del Procedimiento Administrativo Común y la Ley 40/2015 de 

Jurídico de las Administraciones Públicas, así como cualquier otra 

Órgano colegiado: Comisión Local de Declaración de 

Con el fin de garantizar la objetividad e imparcialidad de la actuación 



protectora, de conformidad con lo establecido por el artículo 88.3 de la Ley 4/2021, 

de 27 de julio, las declaraciones de situación de riesgo serán resueltas por un órgano 

colegiado creado al efecto,

denominación será el de Comisión Local de Declaración de Situaciones de Riesgo en 

Menores,  en adelante 

 El régimen de funcionamiento de la Comisión Local será el establecido para 

los órganos colegiados

40/2015, de 1 de octubre, de

 La composición del órgano colegiado creado al efecto por la Entidad Local, a 

tenor del apartado 3 del

Adolescencia de Andalucía estará compuesto por la autoridad competente de la 

Entidad Local, que lo presidirá,

al menos de los ámbitos de los servicios sociales, sistema público sanitario y 

educativo, y Fuerzas  

proceda, que conformen un grupo técnico y multidisciplinar. 

La Comisión Local

 Presidencia:

competencias 

 Secretaría: La del Ayuntamiento de Cabra o persona en quien 

delegue. 

 Vocalías:

o Director/a o Coordinador/a de Servicios Sociales Municipales.

o Un/a técnico/a representante del Equipo de Tratamiento Familiar. 

o Un/a técnica de Servicios Sociales Comunitarios. 

o Un/a representante del sistema educativo designado por la 

delegación de   Educación.

o Director/a del Centro de Salud de Cabra o persona en quien 

delegue.  

o Un representante de las

 

conformidad con lo establecido por el artículo 88.3 de la Ley 4/2021, 

declaraciones de situación de riesgo serán resueltas por un órgano 

efecto, de carácter técnico, interdisciplinar e intersectorial, cuya 

de Comisión Local de Declaración de Situaciones de Riesgo en 

 Comisión Local. 

El régimen de funcionamiento de la Comisión Local será el establecido para 

colegiados de las distintas administraciones públicas,

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

La composición del órgano colegiado creado al efecto por la Entidad Local, a 

del artículo 88, de la Ley 4/2021, de 27 de julio,

Andalucía estará compuesto por la autoridad competente de la 

Local, que lo presidirá, y por personas profesionales cualificadas

de los ámbitos de los servicios sociales, sistema público sanitario y 

 y Cuerpos de Seguridad, estos últimos en los casos en que 

proceda, que conformen un grupo técnico y multidisciplinar.  

Local tendrá la siguiente composición:  

Presidencia: Alcalde/sa o el órgano directivo municipal del Área

competencias  en Servicios sociales o persona en quien delegue.

Secretaría: La del Ayuntamiento de Cabra o persona en quien 

delegue.  

Vocalías:  

Director/a o Coordinador/a de Servicios Sociales Municipales.

Un/a técnico/a representante del Equipo de Tratamiento Familiar. 

Un/a técnica de Servicios Sociales Comunitarios.  

Un/a representante del sistema educativo designado por la 

delegación de   Educación. 

Director/a del Centro de Salud de Cabra o persona en quien 

delegue.   

Un representante de las Fuerzas y Cuerpos de Seguri

conformidad con lo establecido por el artículo 88.3 de la Ley 4/2021, 

declaraciones de situación de riesgo serán resueltas por un órgano 

de carácter técnico, interdisciplinar e intersectorial, cuya 

de Comisión Local de Declaración de Situaciones de Riesgo en 

El régimen de funcionamiento de la Comisión Local será el establecido para 

públicas, en la Ley 

La composición del órgano colegiado creado al efecto por la Entidad Local, a 

julio, de Infancia y 

Andalucía estará compuesto por la autoridad competente de la 

y por personas profesionales cualificadas y expertas, 

de los ámbitos de los servicios sociales, sistema público sanitario y 

stos últimos en los casos en que 

órgano directivo municipal del Área con 

en quien delegue. 

Secretaría: La del Ayuntamiento de Cabra o persona en quien 

Director/a o Coordinador/a de Servicios Sociales Municipales. 

Un/a técnico/a representante del Equipo de Tratamiento Familiar.  

Un/a representante del sistema educativo designado por la 

Director/a del Centro de Salud de Cabra o persona en quien 

de Seguridad del 



municipio: Jefe del

quien delegue

o Otros/as profesionales que estén interviniendo en el caso, si 

procede. 

Los acuerdos del

los/as  miembros asistentes

de calidad. 

 

Artículo 3. Funciones

La Comisión Local

1. Acordar el inicio del procedimiento de la 

plazo de ejecución, la prórroga del plazo de ejecución,  el cese o el 

archivo del expediente, acordar la declaración de riego.

2. Acordar, en su caso, la  prórroga del plazo de resolución del 

procedimiento de

situación de riesgo.

3. Recibir información de las propuestas de valoración de desamparo y 

derivarlas al

de posible desamparo, de

88.8 de

4. Proponer, en su caso, la inclusión de las medidas y actuaciones que 

se consideren

proyecto

los equipos

5. Velar por la ejecución de las medidas programadas y recogidas en el 

proyecto de

seguimiento

declaración de

mismas. 

6. Velar por la utilización de un lenguaje comprensivo y adaptado a las 

 

municipio: Jefe del Cuerpo de Policía Local de Cabra persona en 

quien delegue y de la Policía Nacional, si procede.  

Otros/as profesionales que estén interviniendo en el caso, si 

procede.  

del órgano colegiado se adoptarán por mayoría de

asistentes y,  en caso de empate, la presidencia dirimirá

3. Funciones de la Comisión Local. 

Local tendrá las siguientes funciones: 

Acordar el inicio del procedimiento de la declaración de riesgo, su 

plazo de ejecución, la prórroga del plazo de ejecución,  el cese o el 

archivo del expediente, acordar la declaración de riego.

Acordar, en su caso, la  prórroga del plazo de resolución del 

procedimiento de declaración de situación de riesgo o el cese de la 

situación de riesgo. 

Recibir información de las propuestas de valoración de desamparo y 

derivarlas al Servicio de Protección de Menores competente en casos 

de posible desamparo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

e la Ley 4/2021, de 27 de julio. 

Proponer, en su caso, la inclusión de las medidas y actuaciones que 

se consideren necesarias para corregir la situación de riesgo,

proyecto de intervención o en el tratamiento familiar, 

equipos de los Servicios Sociales correspondientes. 

Velar por la ejecución de las medidas programadas y recogidas en el 

proyecto de intervención familiar, realizando un

seguimiento de los  casos elevados a dicha comisión objeto de

declaración de riesgo, así como aprobar la modificación de las 

mismas.  

Velar por la utilización de un lenguaje comprensivo y adaptado a las 

olicía Local de Cabra persona en 

Otros/as profesionales que estén interviniendo en el caso, si 

de los votos de 

dirimirá con su voto 

declaración de riesgo, su 

plazo de ejecución, la prórroga del plazo de ejecución,  el cese o el 

archivo del expediente, acordar la declaración de riego. 

Acordar, en su caso, la  prórroga del plazo de resolución del 

riesgo o el cese de la 

Recibir información de las propuestas de valoración de desamparo y 

Servicio de Protección de Menores competente en casos 

acuerdo con lo establecido en el artículo 

Proponer, en su caso, la inclusión de las medidas y actuaciones que 

de riesgo, en el 

 elaborado por 

 

Velar por la ejecución de las medidas programadas y recogidas en el 

un adecuado 

dicha comisión objeto de la 

riesgo, así como aprobar la modificación de las 

Velar por la utilización de un lenguaje comprensivo y adaptado a las 



personas a las

conocimiento de las actuaciones

 

Artículo 4. Principios

Son principios rectores

 El interés superior del menor sobre cualquier otro interés legítimo que 

pudiera concurrir, de conformidad con lo 

Orgánica 1/1996, de 15 de

 Los principios

recogidos en los artículos 10, el  55 y siguientes de la Ley 7/1985, de 2 de abril,

reguladora de las Bases del 

y 28 de la Ley 4/2021, de

 La atención inmediata

dispuesto en los artículos 14

 La intervención orientada a disminuir los indicadores de riesgo y dificultad 

que incidan en la situación personal, familiar y social en que se encuentre el niño, 

niña o adolescente, y a promover medidas para su protección 

entorno familiar, respetando las garantías del artículo 17 de la Ley Orgánica 1/1996, 

de 15 enero. 

Artículo 5. Periodicidad.

La Comisión Local se convocará de manera ordinaria al menos una vez al 

año,  y de forma extraordinaria en el momento que se produzca petición por parte de 

Servicios Sociales Municipales y/o cualquier miembro de la Comisión para proponer 

el inicio del expediente para la declaración de riesgo, hacer seguimiento, proponer 

prórroga, proponer la declaración de riego, proponer el cese del procedimiento por 

mejoría o para elevar propuesta de declaración de desamparado a la administración 

pública competente.  

 

 

 

personas a las que va dirigida el procedimiento, que asegure el

conocimiento de las actuaciones que les afecten. 

Principios Rectores de la actuación de la Comisión Local. 

rectores de la actuación de la Comisión Local, los

El interés superior del menor sobre cualquier otro interés legítimo que 

concurrir, de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley 

1/1996, de 15 de enero. 

principios de coordinación, colaboración, cooperación e

recogidos en los artículos 10, el  55 y siguientes de la Ley 7/1985, de 2 de abril,

reguladora de las Bases del Régimen Local, y según lo establecido en los artículos

4/2021, de 27 de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía.

inmediata y evaluación de la situación, de conformidad

en los artículos 14 y 16 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero.

La intervención orientada a disminuir los indicadores de riesgo y dificultad 

incidan en la situación personal, familiar y social en que se encuentre el niño, 

o adolescente, y a promover medidas para su protección y preservación del 

familiar, respetando las garantías del artículo 17 de la Ley Orgánica 1/1996, 

5. Periodicidad. 

Local se convocará de manera ordinaria al menos una vez al 

y de forma extraordinaria en el momento que se produzca petición por parte de 

Servicios Sociales Municipales y/o cualquier miembro de la Comisión para proponer 

el inicio del expediente para la declaración de riesgo, hacer seguimiento, proponer 

oponer la declaración de riego, proponer el cese del procedimiento por 

mejoría o para elevar propuesta de declaración de desamparado a la administración 

que asegure el 

Local.  

los siguientes: 

El interés superior del menor sobre cualquier otro interés legítimo que 

establecido en el artículo 2 de la Ley 

e información 

recogidos en los artículos 10, el  55 y siguientes de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 

Régimen Local, y según lo establecido en los artículos 27 

Andalucía. 

conformidad con lo 

1/1996, de 15 de enero. 

La intervención orientada a disminuir los indicadores de riesgo y dificultad 

incidan en la situación personal, familiar y social en que se encuentre el niño, 

y preservación del 

familiar, respetando las garantías del artículo 17 de la Ley Orgánica 1/1996, 

Local se convocará de manera ordinaria al menos una vez al 

y de forma extraordinaria en el momento que se produzca petición por parte de 

Servicios Sociales Municipales y/o cualquier miembro de la Comisión para proponer 

el inicio del expediente para la declaración de riesgo, hacer seguimiento, proponer 

oponer la declaración de riego, proponer el cese del procedimiento por 

mejoría o para elevar propuesta de declaración de desamparado a la administración 



 

PROCEDIMIENTO PARA LA DECLARACIÓN DE LA SITUACIÓN DE 

Artículo 6.-  Inicio

1. El expediente administrativo para la declaración de la situación de 

riesgo se iniciará

de iniciación justificada emitida por el Órgano colegiado previsto en 

el artículo 2 de este Reglamento.  La propuesta de deberá ir 

acompañada de un informe emitido  por el Equipo Técnico de los 

Servicios

según 

familiar en la intervención llevada a cabo previamente con la familia, 

que  deberá incluir la aplicación del instrumento para la valoración 

de la gravedad de las

desamparo

sin perjuicio

oportunos. Esta propuesta debe venir

completo

tratamiento familiar, así como la

intervención familiar.

2. En la resolución de inicio se designará a la persona que actuará como 

instructora quién 

elegida de entre los/as profesionales de los Servicios Sociales 

Municipales, a propuesta  de la

dirección/coordinación del mismo.  

3. Con anterioridad a la propuesta de resolución de inicio, se podrá 

recabar cuanta

Sociales,

cualesquiera otros servicios implicados para conocer

circunstancias

 

TITULO II 

PROCEDIMIENTO PARA LA DECLARACIÓN DE LA SITUACIÓN DE 

 

Inicio del procedimiento. 

El expediente administrativo para la declaración de la situación de 

riesgo se iniciará mediante Resolución de Alcaldía, previa propuesta 

de iniciación justificada emitida por el Órgano colegiado previsto en 

artículo 2 de este Reglamento.  La propuesta de deberá ir 

acompañada de un informe emitido  por el Equipo Técnico de los 

Servicios Sociales Comunitarios o el Equipo de Tratamiento Familiar, 

 corresponda, sobre el grado de cumplimiento y colaboración 

amiliar en la intervención llevada a cabo previamente con la familia, 

deberá incluir la aplicación del instrumento para la valoración 

de la gravedad de las situaciones de riesgo, desprotección

desamparo de la infancia y adolescencia en Andalucía

perjuicio de otros instrumentos validados que 

oportunos. Esta propuesta debe venir acompañada de un informe 

completo en el que se detalle todo el proceso de intervención y/o 

tratamiento familiar, así como la propuesta de 

intervención familiar. 

En la resolución de inicio se designará a la persona que actuará como 

instructora quién tramitará e impulsará el procedimiento, siendo 

elegida de entre los/as profesionales de los Servicios Sociales 

Municipales, a propuesta  de la persona que ostente la 

dirección/coordinación del mismo.   

Con anterioridad a la propuesta de resolución de inicio, se podrá 

recabar cuanta información se considere pertinente de

Sociales, Salud, Educación, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y 

ualesquiera otros servicios implicados para conocer

circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no

PROCEDIMIENTO PARA LA DECLARACIÓN DE LA SITUACIÓN DE  RIESGO. 

El expediente administrativo para la declaración de la situación de 

mediante Resolución de Alcaldía, previa propuesta 

de iniciación justificada emitida por el Órgano colegiado previsto en 

artículo 2 de este Reglamento.  La propuesta de deberá ir 

acompañada de un informe emitido  por el Equipo Técnico de los 

el Equipo de Tratamiento Familiar, 

el grado de cumplimiento y colaboración 

amiliar en la intervención llevada a cabo previamente con la familia, 

deberá incluir la aplicación del instrumento para la valoración 

desprotección y 

Andalucía (VALÓRAME), 

 se consideren 

acompañada de un informe 

en el que se detalle todo el proceso de intervención y/o 

 un plan de 

En la resolución de inicio se designará a la persona que actuará como 

e impulsará el procedimiento, siendo 

elegida de entre los/as profesionales de los Servicios Sociales 

persona que ostente la 

Con anterioridad a la propuesta de resolución de inicio, se podrá 

de los Servicios 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y 

ualesquiera otros servicios implicados para conocer las 

no de iniciar el 



procedimiento.

4. La resolución de inicio habrá de ser notificada conforme a lo 

establecido en la Ley

Administrativo

personas progenitoras, quienes ejerzan las funciones

tutores o guardadores y al niño/niña o adolescente si tuviere 

suficiente

plazo de diez días desde que

establecido en el

enero, 

entenderá cumplido 

personas

Artículo 7.-  Instrucción

1. La persona designada para realizar la instrucción, será la 

responsable directa de la tramitación del procedimiento y en 

especial del cumplimiento de los plazos establecidos. Impulsará 

todos los trámites, llevando a cabo la actividad instructora 

necesaria p

los hechos objeto de investigación. Procederá, en su caso, a citar en 

comparecencia a progenitores, tutores y guardadores, al/a la 

menor si tuviere juicio y, en todo caso, si fuere mayor de 12 años, y 

recabará cuantos informes fueren necesarios de otros servicios o 

sistemas (centros escolares, servicios sociales, servicios sanitarios, 

fuerzas y cuerpos de seguridad). 

2. Para la adecuada instrucción del procedimiento se podrán solicitar 

de los Servicios

Familiar, Salud, Educación, Fuerzas y

cualesquiera otros servicios implicados cuantos documentos e

informes se consideren necesarios para el completo conocimiento 

y valoración de la

conforme a lo dispuesto en el artículo 22

1/1996,

 

procedimiento. 

La resolución de inicio habrá de ser notificada conforme a lo 

establecido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, a las 

personas progenitoras, quienes ejerzan las funciones

tutores o guardadores y al niño/niña o adolescente si tuviere 

suficiente madurez y en todo caso si fuera mayor de do

plazo de diez días desde que fuere dictada. Al amparo de lo 

establecido en el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996,

 en atención al interés superior del menor 

entenderá cumplido  cuando no hayan podido ser 

personas interesadas o no comparezcan en el plazo establecido.

Instrucción del procedimiento. 

La persona designada para realizar la instrucción, será la 

responsable directa de la tramitación del procedimiento y en 

especial del cumplimiento de los plazos establecidos. Impulsará 

todos los trámites, llevando a cabo la actividad instructora 

necesaria para la determinación, conocimiento y comprobación de 

los hechos objeto de investigación. Procederá, en su caso, a citar en 

comparecencia a progenitores, tutores y guardadores, al/a la 

menor si tuviere juicio y, en todo caso, si fuere mayor de 12 años, y 

cabará cuantos informes fueren necesarios de otros servicios o 

sistemas (centros escolares, servicios sociales, servicios sanitarios, 

fuerzas y cuerpos de seguridad).  

Para la adecuada instrucción del procedimiento se podrán solicitar 

de los Servicios Sociales Comunitarios, Equipo de Tratamiento 

Familiar, Salud, Educación, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y 

cualesquiera otros servicios implicados cuantos documentos e

informes se consideren necesarios para el completo conocimiento 

y valoración de la situación de los niños, niñas y adolescentes, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 22 quáter de la

1/1996, de 15 de enero. 

La resolución de inicio habrá de ser notificada conforme a lo 

 Procedimiento 

las Administraciones Públicas, a las 

personas progenitoras, quienes ejerzan las funciones parentales, 

tutores o guardadores y al niño/niña o adolescente si tuviere 

madurez y en todo caso si fuera mayor de doce años, en el 

. Al amparo de lo 

artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de 

 el trámite se 

 localizadas las 

establecido. 

La persona designada para realizar la instrucción, será la 

responsable directa de la tramitación del procedimiento y en 

especial del cumplimiento de los plazos establecidos. Impulsará 

todos los trámites, llevando a cabo la actividad instructora 

ara la determinación, conocimiento y comprobación de 

los hechos objeto de investigación. Procederá, en su caso, a citar en 

comparecencia a progenitores, tutores y guardadores, al/a la 

menor si tuviere juicio y, en todo caso, si fuere mayor de 12 años, y 

cabará cuantos informes fueren necesarios de otros servicios o 

sistemas (centros escolares, servicios sociales, servicios sanitarios, 

Para la adecuada instrucción del procedimiento se podrán solicitar 

ales Comunitarios, Equipo de Tratamiento 

Cuerpos de Seguridad y 

cualesquiera otros servicios implicados cuantos documentos e 

informes se consideren necesarios para el completo conocimiento 

de los niños, niñas y adolescentes, 

la Ley Orgánica 



3. Durante toda la intervención la persona instructora aplicará para la 

valoración de la gravedad de las situaciones de riesgo el 

instrumento Valórame, junto con los criterios 

para la toma de decisiones, con la finalidad de agilizar la 

intervención  y la coordinación entre los distintos servicios 

implicados. En este sentido, habrá de cumplimentar la hoja 

resumen regulada en la Orden de 30 de julio de 2019, por 

aprueba y publica el instrumento para la valoración de la gravedad 

de las situaciones de riesgo, desprotección y desamparo de la 

infancia y adolescencia en Andalucía (Valórame) y/o, en su caso, 

otra norma vigente que resulte de legal aplicación, 

unida al expediente. Asimismo deberá elaborar un informe y 

propuesta de puesta en marcha de un proyecto de intervención 

social, educativa y familiar, que realizara una revisión del grado de 

atención y cobertura por parte de los padres y madres 

personas que ejercen la tutela o guarda del niño, niña o 

adolescente de sus necesidades físicas, emocionales,

sociales básicas. Así mismo, fomentará

progenitores,  guardadores o acogedores del/

recogiendo los objetivos, actuaciones, recursos disponibles y los 

plazos para su cumplimiento. Se promoverá siempre los factores de 

protección manteniendo a los y las menores afectados en su medio 

familiar.

4. Durante la tramitación, los progenitores, guardadores

podrán formular alegaciones y aportar cuanta documentación 

consideren necesaria, concediéndoles para ello un plazo de 10 días.

 

Artículo 8.-   Propuesta de 

1. Una vez realizados los trámites y las av

persona instructora  elaborará la propuesta de resolución 

provisional. 

 

Durante toda la intervención la persona instructora aplicará para la 

valoración de la gravedad de las situaciones de riesgo el 

instrumento Valórame, junto con los criterios  en él contenidos 

para la toma de decisiones, con la finalidad de agilizar la 

intervención  y la coordinación entre los distintos servicios 

implicados. En este sentido, habrá de cumplimentar la hoja 

resumen regulada en la Orden de 30 de julio de 2019, por 

aprueba y publica el instrumento para la valoración de la gravedad 

de las situaciones de riesgo, desprotección y desamparo de la 

infancia y adolescencia en Andalucía (Valórame) y/o, en su caso, 

otra norma vigente que resulte de legal aplicación, 

unida al expediente. Asimismo deberá elaborar un informe y 

propuesta de puesta en marcha de un proyecto de intervención 

social, educativa y familiar, que realizara una revisión del grado de 

atención y cobertura por parte de los padres y madres 

personas que ejercen la tutela o guarda del niño, niña o 

adolescente de sus necesidades físicas, emocionales,

sociales básicas. Así mismo, fomentará la participación de los 

progenitores,  guardadores o acogedores del/de 

giendo los objetivos, actuaciones, recursos disponibles y los 

plazos para su cumplimiento. Se promoverá siempre los factores de 

protección manteniendo a los y las menores afectados en su medio 

familiar. 

Durante la tramitación, los progenitores, guardadores

podrán formular alegaciones y aportar cuanta documentación 

consideren necesaria, concediéndoles para ello un plazo de 10 días.

Propuesta de resolución provisional y trámite de audiencia. 

Una vez realizados los trámites y las averiguaciones necesarias, la 

persona instructora  elaborará la propuesta de resolución 

provisional.  

Durante toda la intervención la persona instructora aplicará para la 

valoración de la gravedad de las situaciones de riesgo el 

en él contenidos 

para la toma de decisiones, con la finalidad de agilizar la 

intervención  y la coordinación entre los distintos servicios 

implicados. En este sentido, habrá de cumplimentar la hoja 

resumen regulada en la Orden de 30 de julio de 2019, por la que se 

aprueba y publica el instrumento para la valoración de la gravedad 

de las situaciones de riesgo, desprotección y desamparo de la 

infancia y adolescencia en Andalucía (Valórame) y/o, en su caso, 

otra norma vigente que resulte de legal aplicación, que quedará 

unida al expediente. Asimismo deberá elaborar un informe y 

propuesta de puesta en marcha de un proyecto de intervención 

social, educativa y familiar, que realizara una revisión del grado de 

atención y cobertura por parte de los padres y madres o de las 

personas que ejercen la tutela o guarda del niño, niña o 

adolescente de sus necesidades físicas, emocionales, cognitivas y 

la participación de los 

de la menor, 

giendo los objetivos, actuaciones, recursos disponibles y los 

plazos para su cumplimiento. Se promoverá siempre los factores de 

protección manteniendo a los y las menores afectados en su medio 

Durante la tramitación, los progenitores, guardadores o tutores, 

podrán formular alegaciones y aportar cuanta documentación 

consideren necesaria, concediéndoles para ello un plazo de 10 días. 

rovisional y trámite de audiencia.  

eriguaciones necesarias, la 

persona instructora  elaborará la propuesta de resolución 



Dicha propuesta de resolución provisional contendrá una 

descripción clara de los hechos que dan origen al procedimiento, 

llevando a cabo una valoración de l

cuantas alegaciones y pruebas hayan sido realizadas así como de las 

medidas a adoptar, dando respuesta a cuantas cuestiones hayan 

sido objeto debate, concluyendo con una proposición sobre la 

existencia o no de la situación 

2. En el supuesto de considerarse que la competencia corresponde a 

otro órgano u Administración en función de la gravedad valorada, o 

cuando la instrucción concluya la inexistencia de situación de riesgo, 

se adoptara la propuesta provisional en tal

3. En un plazo máximo de diez días desde que fuere dictada, la persona 

instructora citará en comparecencia en la sede del Centro de 

Servicios Sociales, a progenitores, tutores o guardadores y a/la 

menor si tuviere suficiente juicio y en todo caso si

años, a fin de concederles trámite de audiencia, dándoles traslado 

de la propuesta de resolución provisional junto con todo el 

expediente administrativo.

4. De dicha comparecencia la persona instructora levantará acta que 

será unida al expe

alegaciones que hayan podido efectuarse y los documentos que 

haya sido aportados. Si así fuere solicitado por las personas 

interesadas, tras la comparecencia, se le concederá un plazo de 10 

días para que pue

caso, los medios de pruebas que consideren necesarios.

5. En el procedimiento, las partes afectadas, de conformidad con lo 

previsto en el art 53.g) Ley 39/2015, podrán actuar asistidos de 

profesional asesor cuan

sus intereses.

 

Dicha propuesta de resolución provisional contendrá una 

descripción clara de los hechos que dan origen al procedimiento, 

llevando a cabo una valoración de la situación objeto del mismo, de 

cuantas alegaciones y pruebas hayan sido realizadas así como de las 

medidas a adoptar, dando respuesta a cuantas cuestiones hayan 

sido objeto debate, concluyendo con una proposición sobre la 

existencia o no de la situación de riesgo. 

En el supuesto de considerarse que la competencia corresponde a 

otro órgano u Administración en función de la gravedad valorada, o 

cuando la instrucción concluya la inexistencia de situación de riesgo, 

se adoptara la propuesta provisional en tal sentido. 

En un plazo máximo de diez días desde que fuere dictada, la persona 

instructora citará en comparecencia en la sede del Centro de 

Servicios Sociales, a progenitores, tutores o guardadores y a/la 

menor si tuviere suficiente juicio y en todo caso si fuere mayor de 12 

años, a fin de concederles trámite de audiencia, dándoles traslado 

de la propuesta de resolución provisional junto con todo el 

expediente administrativo. 

De dicha comparecencia la persona instructora levantará acta que 

será unida al expediente, consignando los datos de las partes, las 

alegaciones que hayan podido efectuarse y los documentos que 

haya sido aportados. Si así fuere solicitado por las personas 

interesadas, tras la comparecencia, se le concederá un plazo de 10 

días para que puedan formular otras alegaciones y aporten, en su 

caso, los medios de pruebas que consideren necesarios.

En el procedimiento, las partes afectadas, de conformidad con lo 

previsto en el art 53.g) Ley 39/2015, podrán actuar asistidos de 

profesional asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de 

sus intereses. 

Dicha propuesta de resolución provisional contendrá una 

descripción clara de los hechos que dan origen al procedimiento, 

a situación objeto del mismo, de 

cuantas alegaciones y pruebas hayan sido realizadas así como de las 

medidas a adoptar, dando respuesta a cuantas cuestiones hayan 

sido objeto debate, concluyendo con una proposición sobre la 

En el supuesto de considerarse que la competencia corresponde a 

otro órgano u Administración en función de la gravedad valorada, o 

cuando la instrucción concluya la inexistencia de situación de riesgo, 

En un plazo máximo de diez días desde que fuere dictada, la persona 

instructora citará en comparecencia en la sede del Centro de 

Servicios Sociales, a progenitores, tutores o guardadores y a/la 

fuere mayor de 12 

años, a fin de concederles trámite de audiencia, dándoles traslado 

de la propuesta de resolución provisional junto con todo el 

De dicha comparecencia la persona instructora levantará acta que 

diente, consignando los datos de las partes, las 

alegaciones que hayan podido efectuarse y los documentos que 

haya sido aportados. Si así fuere solicitado por las personas 

interesadas, tras la comparecencia, se le concederá un plazo de 10 

dan formular otras alegaciones y aporten, en su 

caso, los medios de pruebas que consideren necesarios. 

En el procedimiento, las partes afectadas, de conformidad con lo 

previsto en el art 53.g) Ley 39/2015, podrán actuar asistidos de 

do lo consideren conveniente en defensa de 



6. En caso de que se hayan suscitado cuestiones jurídicas alegadas por 

las partes, la persona instructora recabará informe de los Servicios 

Jurídicos Municipales.

 

Artículo 9.- Propuesta

La persona instructora, una vez transcurrido el plazo de diez días concedido a 

las partes, hayan o no presentado alegaciones  o pruebas, remitirá lo actuado a la 

Comisión Municipal de Valoración del Riesgo, para la adopción de la pro

resolución definitiva del expediente.

Los procedimientos para la declaración de situación de riesgo serán resueltos 

por la Comisión Local que elevará propuesta de resolución definitiva al Alcalde/sa,

contendrán alguno de los siguientes

 Declarar la situación de riesgo del/la menor, 

intervención familiar en el que se recogerán las medidas y actuaciones  necesarias  

para corregir la situación de riego de la niña, niño o adolescente, 

plazo de ejecución del proyecto, de las consecuencias previstas en relación con la

colaboración de las 

ejecución de las medidas acordadas.

 Proponer la prórroga del proyecto de intervención familiar 

máximo de 6 meses más, con mención de los aspectos contenidos en la resolución 

inicial o modificación de los mismos. 

 Declarar la no existencia de la situación de riesgo y archivo del expediente.

 Cese de la situación de riesgo por haberse consegui

marcados. 

 Derivación a otra administración o servicio en función del nivel de gravedad 

valorado. 

La propuesta de 

las cuestiones planteadas por las personas interesadas en el 

aquellas otras derivadas del mismo.

 

En caso de que se hayan suscitado cuestiones jurídicas alegadas por 

las partes, la persona instructora recabará informe de los Servicios 

Jurídicos Municipales. 

Propuesta de resolución definitiva.  

La persona instructora, una vez transcurrido el plazo de diez días concedido a 

las partes, hayan o no presentado alegaciones  o pruebas, remitirá lo actuado a la 

Comisión Municipal de Valoración del Riesgo, para la adopción de la pro

resolución definitiva del expediente. 

Los procedimientos para la declaración de situación de riesgo serán resueltos 

Local que elevará propuesta de resolución definitiva al Alcalde/sa,

los siguientes pronunciamientos: 

Declarar la situación de riesgo del/la menor, que contendrá un plan de 

intervención familiar en el que se recogerán las medidas y actuaciones  necesarias  

para corregir la situación de riego de la niña, niño o adolescente, con indicación 

plazo de ejecución del proyecto, de las consecuencias previstas en relación con la

 personas progenitoras, tutoras y/o guardadoras

las medidas acordadas. 

Proponer la prórroga del proyecto de intervención familiar 

máximo de 6 meses más, con mención de los aspectos contenidos en la resolución 

inicial o modificación de los mismos.  

Declarar la no existencia de la situación de riesgo y archivo del expediente.

Cese de la situación de riesgo por haberse conseguido los objetivos 

Derivación a otra administración o servicio en función del nivel de gravedad 

La propuesta de resolución definitiva, debidamente motivada, decidirá todas 

las cuestiones planteadas por las personas interesadas en el procedimiento, y 

aquellas otras derivadas del mismo. 

En caso de que se hayan suscitado cuestiones jurídicas alegadas por 

las partes, la persona instructora recabará informe de los Servicios 

La persona instructora, una vez transcurrido el plazo de diez días concedido a 

las partes, hayan o no presentado alegaciones  o pruebas, remitirá lo actuado a la 

Comisión Municipal de Valoración del Riesgo, para la adopción de la propuesta de 

Los procedimientos para la declaración de situación de riesgo serán resueltos 

Local que elevará propuesta de resolución definitiva al Alcalde/sa, y 

que contendrá un plan de 

intervención familiar en el que se recogerán las medidas y actuaciones  necesarias  

con indicación  del 

plazo de ejecución del proyecto, de las consecuencias previstas en relación con la 

guardadoras en la 

Proponer la prórroga del proyecto de intervención familiar hasta un 

máximo de 6 meses más, con mención de los aspectos contenidos en la resolución 

Declarar la no existencia de la situación de riesgo y archivo del expediente. 

do los objetivos 

Derivación a otra administración o servicio en función del nivel de gravedad 

efinitiva, debidamente motivada, decidirá todas 

procedimiento, y 



Artículo 10.-  Órgano

De conformidad con lo previsto en el artículo 21.1.s) de la Ley 7/85, de 2 de 

abril, RBRL, corresponde al Alcalde/sa

podrá delegarla en la persona Titular de la Delegación o Área competente en materia 

de Servicios Sociales, de conformidad con lo previsto en el artículo 21.3 de la Ley 

7/1985, de 2 de abril, Reguladora

Artículo 11.- Plazo

El plazo máximo

procedimiento será de seis meses,  

Inicio.  Transcurrido este

se producirá la caducidad,

actuaciones. 

Excepcionalmente,

una prórroga de un máximo de

El acuerdo de inicio del procedimiento, así como las resoluciones de 

declaración de situación de riesgo y de finalización de las mismas serán notificadas, 

de acuerdo con lo establecido en el artículo 40

de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, a las personas

y al niño, niña o adolescente

doce años, en el plazo de diez

correspondiente. 

Al amparo de lo establecido en el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 

de enero, en atención al interés superior del menor, el trám

cumplido cuando no hayan podido ser localizadas las personas interesadas, o no 

comparezcan en el plazo

Asimismo, hasta tanto no se cree el Registro de Declaraciones de Situación 

de Riesgo, las resoluciones de declaración y ces

notificadas  a los Servicios Sociales de las Entidades Locales,  a la Delegación 

Territorial correspondiente

Andalucía y al Ministerio

 

Órgano competente para dictar la resolución.  

De conformidad con lo previsto en el artículo 21.1.s) de la Ley 7/85, de 2 de 

RBRL, corresponde al Alcalde/sa dictar la resolución del procedimiento, quien 

delegarla en la persona Titular de la Delegación o Área competente en materia 

Servicios Sociales, de conformidad con lo previsto en el artículo 21.3 de la Ley 

abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. 

Plazo de resolución y notificación.  

máximo para dictar resolución definitiva y  notificar a las partes 

será de seis meses,  computados desde la fecha de la 

este plazo sin que  hubiera sido notificada la resolución

caducidad, debiendo resolverse la misma y ordenar el 

Excepcionalmente, y por razones debidamente motivadas, se 

un máximo de seis  meses adicionales. 

El acuerdo de inicio del procedimiento, así como las resoluciones de 

situación de riesgo y de finalización de las mismas serán notificadas, 

establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, a las personas progenitoras, y/o a quienes ejerzan las funciones parentales 

y al niño, niña o adolescente que tuviera madurez y, en todo caso, si fuere mayor de 

doce años, en el plazo de diez días contados desde la fecha de

Al amparo de lo establecido en el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 

en atención al interés superior del menor, el trámite se entenderá 

hayan podido ser localizadas las personas interesadas, o no 

comparezcan en el plazo establecido. 

Asimismo, hasta tanto no se cree el Registro de Declaraciones de Situación 

las resoluciones de declaración y cese de la situación de riesgo serán 

Servicios Sociales de las Entidades Locales,  a la Delegación 

Territorial correspondiente con competencias en materia de Infancia 

Ministerio Fiscal. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 21.1.s) de la Ley 7/85, de 2 de 

dictar la resolución del procedimiento, quien 

delegarla en la persona Titular de la Delegación o Área competente en materia 

Servicios Sociales, de conformidad con lo previsto en el artículo 21.3 de la Ley 

notificar a las partes  el 

de la resolución de 

resolución expresa, 

 archivo de las 

 podrá acordar 

El acuerdo de inicio del procedimiento, así como las resoluciones de 

situación de riesgo y de finalización de las mismas serán notificadas, 

Ley 39/2015, de 1 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

progenitoras, y/o a quienes ejerzan las funciones parentales 

caso, si fuere mayor de 

 la resolución 

Al amparo de lo establecido en el artículo 2 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 

ite se entenderá 

hayan podido ser localizadas las personas interesadas, o no 

Asimismo, hasta tanto no se cree el Registro de Declaraciones de Situación 

e de la situación de riesgo serán 

Servicios Sociales de las Entidades Locales,  a la Delegación 

 de la Junta de 



Artículo 12.-  Recursos.

Las personas interesadas  podrán interponer recurso potestativo de 

reposición en el plazo de 

124 de la Ley 39/2015,

las Administraciones Públicas.

De acuerdo con lo dispuesto en la disposición final novena de la Ley Orgánica 

8/2021, de 4 de junio, 

la Violencia, en relación con el artículo 780 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,

resolución administrativa

recurso ante los tribunales civiles, sin necesidad de reclamación previa en vía 

administrativa, en el plazo de

Artículo 13.-  Plazo

El plazo de ejecución del 

resolución definitiva tendrá una duración máxima de  12 meses, prorrogables por un 

máximo de otros seis meses si se considera oportuno 

mismo.  Dicha prórroga será acordada por el órgano colegiado que declaró la 

situación de riesgo, a propuesta del/de los profesionales de los servicios sociales que 

estén interviniendo con la familia. 

Durante el plazo de ejecución 

recogidas en el proyecto de intervención

acordados se dará cuenta cada seis meses como mínimo a la Comisión 

Para determinar

en el proyecto     de intervención se

 Asistencia

intervención

 Facilitar

interviniendo

 Llevar 

consensuadas

 Facilitar

 

Recursos. 

Las personas interesadas  podrán interponer recurso potestativo de 

reposición en el plazo de un mes, de conformidad  con lo previsto en el

Ley 39/2015, de 1 de octubre del Procedimiento Administrativo Común de

Públicas. 

De acuerdo con lo dispuesto en la disposición final novena de la Ley Orgánica 

 de Protección Integral a la Infancia y la Adolescencia

Violencia, en relación con el artículo 780 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,

administrativa que declare la situación de riesgo se podrá

recurso ante los tribunales civiles, sin necesidad de reclamación previa en vía 

plazo de dos meses desde su notificación. 

Plazo de ejecución.  

El plazo de ejecución del proyecto de intervención familiar aprobado en la 

esolución definitiva tendrá una duración máxima de  12 meses, prorrogables por un 

meses si se considera oportuno  para alcanzar los objetivos d

Dicha prórroga será acordada por el órgano colegiado que declaró la 

situación de riesgo, a propuesta del/de los profesionales de los servicios sociales que 

estén interviniendo con la familia.  

Durante el plazo de ejecución  se llevarán a cabo  las medidas programadas

el proyecto de intervención.  Del cumplimiento o no de los objetivos 

acordados se dará cuenta cada seis meses como mínimo a la Comisión  

determinar la colaboración de los padres, madres o personas

intervención se considerarán, entre otros, los siguientes

Asistencia a citas programadas en desarrollo del 

intervención o tratamiento familiar. 

Facilitar el acceso domiciliario a los profesionales

interviniendo en el proyecto. 

 a cabo las pautas e instrucciones establecidas

consensuadas con  profesionales del equipo. 

Facilitar información sobre los cambios de circunstancias

Las personas interesadas  podrán interponer recurso potestativo de 

el artículo 123 y 

Administrativo Común de 

De acuerdo con lo dispuesto en la disposición final novena de la Ley Orgánica 

Adolescencia frente a 

Violencia, en relación con el artículo 780 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, contra la 

podrá interponer 

recurso ante los tribunales civiles, sin necesidad de reclamación previa en vía 

royecto de intervención familiar aprobado en la 

esolución definitiva tendrá una duración máxima de  12 meses, prorrogables por un 

para alcanzar los objetivos del 

Dicha prórroga será acordada por el órgano colegiado que declaró la 

situación de riesgo, a propuesta del/de los profesionales de los servicios sociales que 

as medidas programadas y 

.  Del cumplimiento o no de los objetivos 

 Local. 

personas tutoras 

otros, los siguientes criterios: 

 proyecto de 

profesionales que están 

establecidas y 

circunstancias que se 



produzcan

situación existente.

 Toma 

intervención

 Actitud

existiendo

 Facilitar

 Aceptación

otros sistemas

para la mejora

Transcurrido  diez meses desde el comienzo de la ejecución del

intervención o tratamiento, 

llevando a cabo la intervención, se realizará una valoración de la situación de riesgo, 

tras la cual se elabora

prórroga del mismo. 

Los Servicios Sociales podrán realizar propuesta de prórroga, modificación o 

nuevo proyecto de intervención familiar, que se elevará a la Comisión Municipal de 

Valoración del Riesgo para la adopción de resolución provisional, correspondiendo la 

resolución definitiva al órgano competente para dictar la resolución definitiva según 

el artículo 11 de este reglamento.  El 

contener la nueva programación para la ejecución de las medidas propuestas.

Excepcionalmente

habiendo transcurrido el plazo previsto en el artículo 

elaborará y adjuntará al expediente, el prec

así como la modificación 

De acuerdo con

4/2021, de 27 de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía, 

consigan los objetivos 

el desempeño de los deberes de guarda que garanticen la adecuada atención de la 

niña, niño o adolescente,

 

produzcan y que influyan en la mejora o empeoramiento de la

situación existente. 

 de conciencia de la situación que ha 

intervención y resolución de la declaración de riesgo. 

Actitud positiva por parte de los miembros de la unidad

existiendo una participación real y efectiva en su proceso 

Facilitar la comunicación por cualesquiera vías que se establezcan.

Aceptación de tratamientos, intervenciones o actuaciones,

sistemas  de protección social, que se consideren necesarios

la mejora de la situación. 

diez meses desde el comienzo de la ejecución del

intervención o tratamiento,   los/as profesionales de  Servicios Sociales que estén 

llevando a cabo la intervención, se realizará una valoración de la situación de riesgo, 

tras la cual se elaborará un informe preceptivo proponiendo su finalización o la 

Los Servicios Sociales podrán realizar propuesta de prórroga, modificación o 

nuevo proyecto de intervención familiar, que se elevará a la Comisión Municipal de 

sgo para la adopción de resolución provisional, correspondiendo la 

definitiva al órgano competente para dictar la resolución definitiva según 

el artículo 11 de este reglamento.  El nuevo proyecto de intervención f

programación para la ejecución de las medidas propuestas.

Excepcionalmente,  si se considera que la situación de riesgo perdura y 

habiendo transcurrido el plazo previsto en el artículo 15 de este Reglamento, 

elaborará y adjuntará al expediente, el preceptivo informe de los Servicios Sociales 

así como la modificación y/o el nuevo proyecto de intervención familiar

con lo establecido en el apartado 8 del artículo

de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía, 

 del plan de intervención familiar, ni los cambios necesarios en 

deberes de guarda que garanticen la adecuada atención de la 

o adolescente, los Servicios Sociales emitirán informe

empeoramiento de la 

 provocado la 

unidad familiar, 

en su proceso de cambio. 

establezcan. 

actuaciones, de 

se consideren necesarios 

diez meses desde el comienzo de la ejecución del proyecto de 

Servicios Sociales que estén 

llevando a cabo la intervención, se realizará una valoración de la situación de riesgo, 

rá un informe preceptivo proponiendo su finalización o la 

Los Servicios Sociales podrán realizar propuesta de prórroga, modificación o 

nuevo proyecto de intervención familiar, que se elevará a la Comisión Municipal de 

sgo para la adopción de resolución provisional, correspondiendo la 

definitiva al órgano competente para dictar la resolución definitiva según 

familiar deberá 

programación para la ejecución de las medidas propuestas. 

si se considera que la situación de riesgo perdura y 

15 de este Reglamento, se 

eptivo informe de los Servicios Sociales 

amiliar. 

artículo 88 de la Ley 

de julio, de Infancia y Adolescencia de Andalucía, cuando no se 

del plan de intervención familiar, ni los cambios necesarios en 

deberes de guarda que garanticen la adecuada atención de la 

informe motivado 



proponiendo que se valore

elevará al órgano colegiado de la

derivación del expediente al Servicio de

razón del territorio y al

Artículo 14.- Finalización de la situación de riesgo. 

 De acuerdo con lo establecido por el artículo 89 de la Ley 4/2021, de 27 de 

julio, serán causas de cese

a continuación: 

 Por cumplimiento

tratamiento

 Haber recaído resolución expresa de desamparo o guarda por parte 

de la administración autonómica.

 Haber alcanzad

 Haberse producido la 

Protección de Menores  a otro órgano competente.

 Por traslado

adolescente.

Servicios Sociales del municipio de

traspaso

situación

intervención en interés superior del niño, niña o adolescente. En el 

supuesto de

búsqueda a las Fuerzas y Cuerpos

Ministerio Fiscal, de acuerdo con lo establecido en el

Ley 4/2021, de 27 de

 Por el transcurso del plazo máximo con la posible prórroga 

establecido en el

de julio, sin que se hubiera

cese, o

intervención al Servicio de Protección de Menores en materia de

 

valore la declaración de una situación de desamparo, y se 

elevará al órgano colegiado de la Entidad Local a fin de que este acuerde la 

derivación del expediente al Servicio de Protección de Menores competente

al Ministerio Fiscal. 

Finalización de la situación de riesgo.  

De acuerdo con lo establecido por el artículo 89 de la Ley 4/2021, de 27 de 

cese de la declaración de situación de riesgo las que

Por cumplimiento de los objetivos del proyecto de intervención

tratamiento familiar. 

Haber recaído resolución expresa de desamparo o guarda por parte 

de la administración autonómica. 

Haber alcanzado el /la menor la mayoría de edad. 

Haberse producido la derivación del procedimiento al Servicio de 

Protección de Menores  a otro órgano competente. 

traslado de municipio de residencia del niño,

adolescente. En estos  casos deberán coordinarse previamente los 

Servicios Sociales del municipio de origen y de destino

traspaso de la información antes del cese de la declaración

situación de riesgo, a fin de preservar la continuidad

intervención en interés superior del niño, niña o adolescente. En el 

supuesto de desconocerse su paradero se comunicará para su 

búsqueda a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, así como al 

Ministerio Fiscal, de acuerdo con lo establecido en el artículo

4/2021, de 27 de julio. 

Por el transcurso del plazo máximo con la posible prórroga 

ecido en el apartado 7 del artículo 88 de la Ley 4/2021, de 27 

de julio, sin que se hubiera emitido ninguna resolución acordando su 

cese, o se hubiera emitido un informe con propuestas de 

intervención al Servicio de Protección de Menores en materia de

declaración de una situación de desamparo, y se 

Entidad Local a fin de que este acuerde la 

Menores competente por 

De acuerdo con lo establecido por el artículo 89 de la Ley 4/2021, de 27 de 

que se detallan 

de intervención o 

Haber recaído resolución expresa de desamparo o guarda por parte 

derivación del procedimiento al Servicio de 

niño, niña o 

casos deberán coordinarse previamente los 

destino para el 

declaración de 

continuidad de la 

intervención en interés superior del niño, niña o adolescente. En el 

paradero se comunicará para su 

de Seguridad, así como al 

artículo 26 de la 

Por el transcurso del plazo máximo con la posible prórroga 

apartado 7 del artículo 88 de la Ley 4/2021, de 27 

emitido ninguna resolución acordando su 

con propuestas de 

intervención al Servicio de Protección de Menores en materia de 



protección.

 Por mandato

 Otras circunstancias sobrevenidas debidamente motivadas, que 

hagan variar su

De conformidad con lo establecido en el artículo 89.3 de la Ley 4/2021, de 27 

de julio, el cese de la declaración de situación de rie

colegiado que la declaró, con la elaboración de un informe

Sociales Municipales, salvo los casos de mayoría de edad, traslado de municipio de la 

familia, o cuando se haya dictado resolución declara

guarda, en los que no será necesario la previa convocatoria de la comisión de 

valoración de riesgo.  

En el supuesto de cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan de 

actuación, se incorporará al

Servicios Sociales, que será remitido al 

su caso, las pautas para el seguimiento o acompañamiento profesional respecto a

y las menores, a fin de garantizar la continuidad de una a

caso se deberá garantizar un adecuado seguimiento de las familias por parte de los 

Servicios Sociales Municipales. 

La resolución, será notificada a las personas interesadas, progenitores, a 

quienes ejerzan las funciones y parent

suficiente o hubieran cumplido doce años.

 Se comunicará esta resolución al órgano de la administración de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía competente en

conforme al art. 17.6 la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 

del Menor, así como al Ministerio Fiscal.

Artículo 15.- Actuaciones

De conformidad con lo establecido en el artículo 90 de la Ley 4/2021, de 27 

de julio, de Infancia y 

que, durante el proceso de valoración o ejecución del proyecto de intervención 

familiar o una vez declarada

 

protección. 

mandato judicial. 

Otras circunstancias sobrevenidas debidamente motivadas, que 

hagan variar su situación.  

De conformidad con lo establecido en el artículo 89.3 de la Ley 4/2021, de 27 

de julio, el cese de la declaración de situación de riesgo será resuelto por el órgano 

colegiado que la declaró, con la elaboración de un informe-propuesta de los Servicios 

Sociales Municipales, salvo los casos de mayoría de edad, traslado de municipio de la 

familia, o cuando se haya dictado resolución declarando la situación de desamparo o 

guarda, en los que no será necesario la previa convocatoria de la comisión de 

el supuesto de cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan de 

actuación, se incorporará al expediente un informe motivado elaborado por los 

Servicios Sociales, que será remitido al Órgano Colegiado. El informe contendrá, en 

su caso, las pautas para el seguimiento o acompañamiento profesional respecto a

enores, a fin de garantizar la continuidad de una adecuada atención

caso se deberá garantizar un adecuado seguimiento de las familias por parte de los 

Servicios Sociales Municipales.  

La resolución, será notificada a las personas interesadas, progenitores, a 

quienes ejerzan las funciones y parentales y a los y las menores que tuvieran juicio 

suficiente o hubieran cumplido doce años. 

Se comunicará esta resolución al órgano de la administración de la 

Comunidad Autónoma de Andalucía competente en materia de atención a menores, 

la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 

como al Ministerio Fiscal. 

Actuaciones de urgencia en situaciones de riesgo. 

De conformidad con lo establecido en el artículo 90 de la Ley 4/2021, de 27 

Infancia y Adolescencia de Andalucía, para aquellas situaciones en las 

proceso de valoración o ejecución del proyecto de intervención 

declarada la situación de riesgo, se considere necesaria

Otras circunstancias sobrevenidas debidamente motivadas, que 

De conformidad con lo establecido en el artículo 89.3 de la Ley 4/2021, de 27 

sgo será resuelto por el órgano 

propuesta de los Servicios 

Sociales Municipales, salvo los casos de mayoría de edad, traslado de municipio de la 

ndo la situación de desamparo o 

guarda, en los que no será necesario la previa convocatoria de la comisión de 

el supuesto de cumplimiento de los objetivos establecidos en el plan de 

me motivado elaborado por los 

El informe contendrá, en 

su caso, las pautas para el seguimiento o acompañamiento profesional respecto a los 

decuada atención.  En todo 

caso se deberá garantizar un adecuado seguimiento de las familias por parte de los 

La resolución, será notificada a las personas interesadas, progenitores, a 

y las menores que tuvieran juicio 

Se comunicará esta resolución al órgano de la administración de la 

materia de atención a menores, 

la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica 

iesgo.  

De conformidad con lo establecido en el artículo 90 de la Ley 4/2021, de 27 

Adolescencia de Andalucía, para aquellas situaciones en las 

proceso de valoración o ejecución del proyecto de intervención 

necesaria y urgente 



la separación inmediata de la niña, niño o adolescente de su núcleo familiar para 

salvaguardar su integridad, los Servicios Sociales realizarán la propuesta de 

separación directamente al

en conocimiento del órgano

Cuando existan indicios de la

conocimiento de las Fuerzas y Cuerpos de

 

DISPOSICIONES

  PRIMERA.- Las referencias efectuadas en el presente reglamento a normas 

autonómicas  concretas se entenderán

sustituyan o complementen

 SEGUNDA.- 

Declaraciones de Riesgo en Menores  a  la que hace referencia el artículo 3 de este 

reglamento, coincidirán, preferentemente, con las personas  representantes de su 

ámbito de actuación,  que formen parte  de la Mes

Ayuntamiento de Cabra, constituida por Acuerdo del Consejo de Administración del 

Patronato Municipal de Bienestar Social del Ayuntamiento de Cabra de fecha 19 de 

diciembre de 2022. En  el caso  de que, por  alguna causa  

representantes serán  designados/as  por las personas responsables de sus 

respectivos ámbitos de actuación. 

 DISPOSICIÓN FINAL.

El presente reglamento entrará en vigor a los quince días hábiles de su 

completa publicación en el Bolet

permaneciendo en vigor hasta su modificación o derogación expresa.

De acuerdo con lo previsto en el art. 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre 

del Procedimiento Administrativo Común de las

presente acuerdo no cabe recurso alguno en vía adminis

los/as  interesados/as 

Sala de lo Contencioso

en el plazo de dos meses contado desde el día siguiente al de publicación 

reglamentaria de este anuncio, a tenor de lo establecido en los artículos 10 y 46 de la 

 

ediata de la niña, niño o adolescente de su núcleo familiar para 

integridad, los Servicios Sociales realizarán la propuesta de 

separación directamente al Servicio de Protección de Menores, poniéndolo además 

en conocimiento del órgano colegiado de la Entidad Local y del Ministerio Fiscal. 

Cuando existan indicios de la comisión de un posible delito, se pondrán en 

conocimiento de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y del Juzgado correspondiente.

ONES ADICIONALES.  

Las referencias efectuadas en el presente reglamento a normas 

concretas se entenderán referidas a las normas que, en su caso, las 

sustituyan o complementen.  

 Las personas integrantes de la Comisión local para las 

Declaraciones de Riesgo en Menores  a  la que hace referencia el artículo 3 de este 

reglamento, coincidirán, preferentemente, con las personas  representantes de su 

ámbito de actuación,  que formen parte  de la Mesa del Buen Trato a la Infancia del 

Ayuntamiento de Cabra, constituida por Acuerdo del Consejo de Administración del 

Patronato Municipal de Bienestar Social del Ayuntamiento de Cabra de fecha 19 de 

diciembre de 2022. En  el caso  de que, por  alguna causa  no sea posible, los/as 

representantes serán  designados/as  por las personas responsables de sus 

respectivos ámbitos de actuación.  

FINAL. 

El presente reglamento entrará en vigor a los quince días hábiles de su 

completa publicación en el Boletín Oficial  de la Provincia de 

permaneciendo en vigor hasta su modificación o derogación expresa. 

De acuerdo con lo previsto en el art. 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas,

presente acuerdo no cabe recurso alguno en vía administrativa, sin perjuicio de que 

/as  puedan formular recurso Contencioso-Administrativo ante la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de And

en el plazo de dos meses contado desde el día siguiente al de publicación 

este anuncio, a tenor de lo establecido en los artículos 10 y 46 de la 

ediata de la niña, niño o adolescente de su núcleo familiar para 

integridad, los Servicios Sociales realizarán la propuesta de 

Servicio de Protección de Menores, poniéndolo además 

colegiado de la Entidad Local y del Ministerio Fiscal. 

comisión de un posible delito, se pondrán en 

del Juzgado correspondiente. 

Las referencias efectuadas en el presente reglamento a normas 

referidas a las normas que, en su caso, las 

integrantes de la Comisión local para las 

Declaraciones de Riesgo en Menores  a  la que hace referencia el artículo 3 de este 

reglamento, coincidirán, preferentemente, con las personas  representantes de su 

a del Buen Trato a la Infancia del 

Ayuntamiento de Cabra, constituida por Acuerdo del Consejo de Administración del 

Patronato Municipal de Bienestar Social del Ayuntamiento de Cabra de fecha 19 de 

no sea posible, los/as 

representantes serán  designados/as  por las personas responsables de sus 

El presente reglamento entrará en vigor a los quince días hábiles de su 

de la Provincia de Córdoba, 

De acuerdo con lo previsto en el art. 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre 

Administraciones Públicas, contra el 

trativa, sin perjuicio de que 

Administrativo ante la 

de Justicia de Andalucía, 

en el plazo de dos meses contado desde el día siguiente al de publicación 

este anuncio, a tenor de lo establecido en los artículos 10 y 46 de la 



Ley 29/98, de 13 de Julio, reguladora de la Jurisdicción Contenciosa

sin perjuicio de que pueda ejercitar cualquier otro recurso que estime procedente.

(Firmado electrónicamente en la fecha de la firma).

 

 

 

 

 

Ley 29/98, de 13 de Julio, reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, 

in perjuicio de que pueda ejercitar cualquier otro recurso que estime procedente.

(Firmado electrónicamente en la fecha de la firma). 

Administrativa, 

in perjuicio de que pueda ejercitar cualquier otro recurso que estime procedente. 


